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ECUADOR

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 93/00
CASO 11.421
EDISON PATRICIO QUISPE
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 

	Víctima (s): Edison Patricio Quispe 

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos

Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 93/00, publicado el 5 de octubre de 2000
Relatoría vinculada: Personas privadas de la Libertad
Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario/ Tortura/ Tratos o penas crueles, inhumanos y/o degradantes/Uso de la fuerza/ Detención arbitraria o ilegal/ Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias/ Investigación 

Hechos: El caso de refiere a la responsabilidad del Estado por la violación de los derechos a la vida, la libertad personal, las garantías judiciales, y la protección judicial, protegidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por actos perpetrados por agentes del Estado. El 7 de septiembre de 1992 hubo un enfrentamiento con la policía que dejó un policía muerto y a Edison Patricio Quishpe Alcívar herido.  Media hora después de este incidente, 70 policías rodearon al señor Quishpe Alcívar y lo tiraron desde un segundo piso. El cuerpo fue arrastrado y luego embarcado en un carro policial.  La tía del señor Quishpe, señora Martha Quishpe, sostuvo que su sobrino fue masacrado por un agente de la Policía, porque fue responsabilizado de haber victimado al policía muerto en el enfrentamiento.   Edison Quishpe de 24 años, fue capturado, herido levemente en la pierna, luego sus manos fueron golpeadas a culatazos por los policías, rompiéndole varios dedos, y le propinaron patadas en los genitales. Fue conducido al recinto policial de la ciudad, con dos personas más, donde también fueron salvajemente golpeados, y fueron objeto de tratos crueles, que causaron su muerte. 
Derechos alegados: los peticionarios alegaron la violación del derecho a la vida (artículo 4), derecho a la libertad personal (artículo 7), protección a las garantías judiciales (artículo 8), y derecho a la protección judicial (artículo 25), y a su vez la obligación general que tiene el estado de ecuador de respetar los derechos contenidos en la Convención Americana y garantizar su libre y pleno ejercicio (artículo 1(1))  en perjuicio del señor Edison Patricio Quishpe Alcívar.   


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 4 de octubre de 2013, 25 de noviembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017, 19 de julio y 6 de septiembre de 2018. 
2. El Estado proporcionó información los días, 27 de mayo de 2014, 23 de octubre de 2015, 5 de diciembre de 2017 y 15 de octubre de 2018. 
3. Los peticionarios proporcionaron información los días 19 de noviembre de 2013, 17 de diciembre de 2014, 3 de diciembre de 2015, 1 de septiembre de 2017 y 8 de noviembre de 2018. 
III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	III. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y ALLANAMIENTO
El Estado Ecuatoriano reconoce su responsabilidad internacional por haber transgredido los derechos humanos del señor Edison Patricio Quishpe Alcívar, reconocidos en los Artículos 4 (Derecho a la Vida), Artículo 7 (Derecho a la Libertad Personal), Artículo 8 (Garantías Judiciales), Artículo 25 (Protección Judicial), y a su vez la obligación general contenida en el Art. 1.1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos internacionales, siendo dichas violaciones cometidas por agentes del Estado, hecho que no ha podido ser desvirtuado por el Estado y ha generado la responsabilidad de éste frente a la sociedad.
	Cláusula declarativa

	IV.             INDEMNIZACIÓN

[…] una indemnización compensatoria por una sola vez de treinta mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 30.000) o su equivalente en moneda nacional, calculado al tipo de cambio vigente al momento del pago, con cargo al Presupuesto General del Estado.

Esta indemnización involucra el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral irrogados, sufridos por el señor Edison Patricio Quishpe Alcívar y sus familiares, así como cualquier otro reclamo que pudieren tener los familiares del señor Edison Patricio Quishpe Alcívar, por el concepto mencionado en este acuerdo, observando la normativa legal interna e internacional, con cargo al Presupuesto General del Estado, a cuyo efecto la Procuraduría General del Estado notificará al Ministerio de Finanzas y Crédito Público, para que en un plazo de 90 días, contados a partir de la fecha de la suscripción de este documento, cumpla con esta obligación.
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano se  compromete al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de las sanciones de las personas que en cumplimiento de funciones estatales o prevalidos del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada.

 La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, organismos competentes de la función judicial como a los organismos públicos o privados  para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano.
	Pendiente


	En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que en 2014, el Director Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado, remitió un informe elaborado por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos del Ecuador mediante el cual informa sobre las “actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la Instrucción Fiscal”. En 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión. 
El 13 de marzo de 2018, el Estado informó que la el caso fue asignado a la Agente Fiscal Paola Gallardo, el 25 de septiembre de 2017, quien le dio apertura a la investigación previa el 10 de octubre de 2017. 

El 8 de noviembre de 2018, el peticionario informó que el Estado tiene abierta una indagación previa sin que existan avances tendientes a abrir un proceso penal contra los responsables. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.

	VII. PAGOS EXENTOS DE IMPUESTOS Y MORA EN EL CUMPLIMIENTO

[…] En el caso que el Estado incurriese en mora por más de tres meses, desde la firma del acuerdo, deberá pagar sobre la cantidad adeudada un interés que corresponderá al interés bancario corriente de los tres bancos de mayor captación en el Ecuador, durante todo el período de la mora.
	Total



IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 
6. La CIDH observa con preocupación que trascurridos 18 años desde la aprobación del informe de solución amistosa, el Estado no ha mostrado avances en el cumplimiento del compromiso referido a la investigación de los hechos y que se ha limitado a reiterar textualmente la misma información proporcionada con anterioridad, sin indicar ninguna actividad judicial concreta destinada a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de la muerte de Edison Patricio Quishpe. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
IV. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo con el pago de intereses.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 94/00
CASO 11.439
BYRON ROBERTO CAÑAVERAL
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 

	Víctima (s): Byron Roberto Cañaveral

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos 

Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 94/00, publicado el 5 de octubre de 2000
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad

Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario/ Tortura/ Tratos o penas crueles, inhumanos y/o degradantes/ Investigación 

Hechos: El presente Caso versa sobre la detención del señor Byron Roberto Cañaveral el 26 de mayo de 1993 por agentes del Estado quienes lo sometieron a torturas y tratos crueles e inhumanos. El 26 de mayo de 1993, el señor Byron Roberto Cañaveral fue detenido por elementos de la fuerza pública que realizaban operativos durante un paro cívico convocado por la Coordinadora Agraria y varias organizaciones sociales populares.
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del derecho a la integridad personal (artículo 5), derecho a la libertad personal (artículo 7), protección a las garantías judiciales (artículo 8), y derecho a la protección judicial (artículo 25), y a su vez la obligación general que tiene el estado de ecuador de respetar los derechos contenidos en la Convención Americana y garantizar su libre y pleno ejercicio (artículo 1(1)) en perjuicio del señor Byron Roberto Cañaveral.  


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 26 de noviembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, el 29 de agosto de 2017, 18 de julio y 6 de septiembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días, 27 de mayo de 2014, 23 de octubre de 2015, 5 de diciembre de 2017 y 3 de octubre de 2018. 
3. Los peticionarios proporcionaron información los días 3 de diciembre de 2015, 1 de septiembre de 2017 y 8 de noviembre de 2018. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Byron Roberto Cañaveral

Peticionario: Elsie Monge, Comisión Ecuménica de Derechos Humanos

         Relatoría: PPL

Violaciones alegadas: 4 y 5 CADH

	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	III. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y ALLANAMIENTO
El Estado Ecuatoriano reconoce su responsabilidad internacional por haber conculcado los derechos humanos del señor Byron Roberto Cañaveral Chiluisa, reconocidos en los Artículos 5 (Derecho a la Integridad Personal); Artículo 7 (Derecho a la Libertad Personal); Artículo 8 (Garantías Judiciales); Artículo 25 (Protección Judicial), en relación con la obligación general contenida en el artículo 1.1. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos internacionales, siendo dichas violaciones cometidas por agentes del Estado, hecho que no ha podido ser desvirtuado por el Estado y ha generado la responsabilidad de éste frente a la sociedad. 
 
Con estos antecedentes el Estado Ecuatoriano se allana a los hechos constitutivos del caso Nº11.439, que se encuentra en trámite ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y se obliga a asumir las medidas reparadoras necesarias a fin de resarcir los perjuicios ocasionados a las víctimas de tales violaciones o en su defecto a sus causahabientes. 
	Declarativa

	IV.             INDEMNIZACIÓN

Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215 de la Constitución Política del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial Nº 1, vigente desde el 11 de agosto de 1998, entrega al señor Byron Roberto Cañaveral Chiluisa una indemnización compensatoria por una sola vez de siete mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 7.000) o su equivalente en moneda nacional, calculado al tipo de cambio vigente al momento del pago, con cargo al Presupuesto General del Estado.

Esta indemnización involucra el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral irrogados, sufridos por el señor Byron Roberto Cañaveral Chiluisa así como cualquier otro reclamo que pudiere tener el señor Byron Roberto Cañaveral Chiluisa o sus familiares, por el concepto mencionado en este acuerdo, observando la normativa legal interna e internacional, con cargo al Presupuesto General del Estado, a cuyo efecto la Procuraduría General del Estado notificará al Ministerio de Finanzas y Crédito Público, para que en un plazo de tres meses, contados a partir de la fecha de la suscripción de este documento, cumpla con esta obligación. 
	Total



	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano, se  compromete al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de las sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de funciones estatales o prevalidos del poder público se presume que tuvieron participación en la violación alegada.

La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, los organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano.
	Pendiente


	En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que 2014, el Director Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado, remitió un informe elaborado por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos del Ecuador mediante el cual informó sobre las “actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la Instrucción Fiscal”. En 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

El 3 de octubre de 2018, el Estado informó el caso fue asignado a la Agente Fiscal Paola Gallardo, el 25 de septiembre de 2017, quien le dio apertura a la investigación previa el 10 de octubre de 2017. Asimismo, indicó que la PGE ha obtenido la ubicación de los domicilios de los presuntos responsables, para iniciar el proceso de recepción de sus versiones asi como la de otros testigos. En el mes de mayo de 2018, la doctora Silva Juma Gudiño se avocó el conocimiento de la causa y a disuest varias solicitudes de información entre las cuales se encuentra una a la víctima. 

El peticionario informó que el Estado tiene abierta una indagación previa sin que existan avances tendientes a abrir un proceso penal contra los responsables. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.

	VII. PAGOS EXENTOS DE IMPUESTOS Y MORA EN EL CUMPLIMIENTO

[…] En el caso que el Estado incurriese en mora por más de tres meses, desde la firma del acuerdo, deberá pagar sobre la cantidad adeudada un interés que corresponderá al interés bancario corriente de los tres bancos de mayor captación en el Ecuador, durante todo el período de la mora.
	Total



VI. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

VII. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa con preocupación que trascurridos 18 años desde la aprobación del informe de solución amistosa, el Estado no ha mostrado avances en el cumplimiento del compromiso referido a la investigación de los hechos y que se ha limitado a reiterar textualmente la misma información proporcionada con anterioridad, sin indicar ninguna actividad judicial concreta destinada a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de las torturas contra Byron Roberto Cañaveral. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
V. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo con el pago de intereses.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 96/00
CASO 11.466
MANUEL INOCENCIO LAVAY GUAMÁN
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Manuel Inocencio Lavay Guamán 

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos
Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 96/00, publicado el 5 de octubre de 2000
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad

Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/ Investigación/ Tortura/ Tratos o penas crueles, inhumanos y/o degradantes/ Tortura/ Tratos o penas crueles, inhumanos y/o degradantes
Hechos: El Caso versa sobre una serie de detenciones contra el señor Manuel Inocencio Lalvay Guamán entre 1993 y 1994 por agentes del Estado quienes lo sometieron a torturas y tratos crueles e inhumanos. El día 26 de mayo de 1992 la joyería del señor Angel Guamán donde trabaja como empleado el señor Segundo Malla, cuñado del peticionario, fue robada.  El 7 de julio de 1992, el señor Malla fue detenido en su domicilio, y conducido a la Oficina de Investigación del Delito de Pichincha (en adelante “OID-P”) donde fue torturado por agentes de la OID-P, y posteriormente fue liberado. El día 6 de abril de 1993 el peticionario  fue detenido arbitrariamente en su taller por agentes de la OID-P sin orden judicial, brindando como razón de la detención una supuesta denuncia de los moradores del Barrio La Colmena, que lo acusaban de ser delincuente. El 7 de abril de 1993, luego de ser trasladado al Cuartel de Policía, aproximadamente a las 10 horas, fue llevado por los agentes Ortíz y Espinoza al lugar denominado “La Terraza” donde se hizo presente el agente José Alvarado, y donde el peticionario  fue víctima de maltratos físicos y torturas por parte de los agentes.  Alegó que fue desnudado y sus manos amarradas por detrás, tras lo cual fue sumergido en un barril con agua.  También se le colocó una funda con gas en su cabeza, y que casi inconsciente, fue sujetado de unos cables y luego soltado violentamente hacia el piso, provocando la fractura de dientes. También manifestó que fue sometido a torturas con electricidad.  Al ver que no soportaba más, cesaron las torturas. Luego de esta sesión de torturas, el peticionario  fue conducido a la oficina de Misceláneos para tomarle la declaración. La intención de los agentes era coaccionarlo para que aceptara haber cometido un delito y firmase la declaración. Al haber rechazado firmar la declaración, fue conducido nuevamente al CDP, donde permaneció hasta que fue liberado. El 8 de septiembre de 1994, miembros de la familia del peticionario, la señora Piedad Malla, su esposa, y el señor Segundo Malla, su cuñado, también fueron agredidos, con golpes y cuchilladas, por el señor Angel Guamán, quien originalmente acusó al peticionario  de haber robado joyas de su negocio de joyería.  Las víctimas acudieron a la Comisaría IV a hacer la denuncia, donde también se presentó el señor Angel Guamán, quien solicitó al Comisario la detención de dichas personas.  
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del Derecho a la integridad personal (artículo 5) y libertad personal (artículo 7), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos todo en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) del mismo instrumento en perjuicio del señor Lalvay Guamán.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 4 de octubre de 2013, 26 de noviembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, el 29 de agosto de 2017, 19 de julio y 5 de septiembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días, 27 de mayo de 2014, 23 de octubre de 2015, y 13 de septiembre de 2018. 
3. Los peticionarios proporcionaron información los días 17 de diciembre de 2014, 3 de diciembre de 2015, 1 de septiembre de 2017 y 8 de noviembre de 2018. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	III. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y ALLANAMIENTO
El Estado Ecuatoriano reconoce su responsabilidad internacional por haber violado los derechos humanos del señor Manuel Inocencio Lalvay Guamán reconocidos en los artículos 5 y 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos internacionales, en vista que se detuvo ilegalmente, se torturó y se persiguió al señor Manuel Inocencio Lalvay Guamán, siendo dichas violaciones cometidas por agentes del Estado, hecho que no ha podido ser desvirtuado por el Estado y ha generado la responsabilidad de éste frente a la sociedad. 

Con estos antecedentes el Estado Ecuatoriano se allana a los hechos constitutivos del caso Nº 11.466, que se encuentra en trámite ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y se obliga a asumir las medidas reparadoras necesarias a fin de resarcir los perjuicios ocasionados a las víctimas de tales violaciones o en su defecto a sus causahabientes.
	Declarativa

	IV.             INDEMNIZACIÓN

Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215, de la Constitución Política del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial Nº 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega al señor Manuel Inocencio Lalvay Guamán, una indemnización compensatoria por una sola vez de veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 25.000) o su equivalente en moneda nacional, calculado al tipo de cambio vigente al momento de la suscripción de este acuerdo, con cargo al Presupuesto General del Estado. 
Esta indemnización involucra el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral irrogados, sufridos por el señor Manuel Inocencio Lalvay Guamán, así como cualquier otro reclamo que pudieren tener el señor Manuel Inocencio Lalvay Guamán o sus familiares, por el concepto mencionado en este acuerdo, observando la normativa legal interna e internacional, con cargo al Presupuesto General del Estado, a cuyo efecto la Procuraduría General del Estado notificará al Ministerio de Finanzas y Crédito Público, para que en un plazo de 90 días, contados a partir de la fecha de la suscripción de este documento, cumpla con esta obligación. 
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano, a través de la Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto al Ministro Fiscal General de la Nación y a los organismos competentes de la Función Judicial, el enjuiciamiento tanto civil como penal y administrativo de las personas que en cumplimiento de sus funciones estatales o privilegiados del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada.  
  
La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita el juzgamiento de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano, y por consiguiente no procederá contra las personas que hayan sido objeto de juzgamiento definitivo por los tribunales y juzgados del país, en relación con el hecho o violación alegados.  

	Pendiente


	En su Informe de Homologación, la Comisión dio cuenta de que el 30 de junio de 1997 el juez dictó auto motivado que fue confirmado por la Primera Corte Distrital Policial el 27 de octubre de 1997. Los acusados apelaron dicho auto ante la Corte Distrital Policial, que al resolver el 27 de octubre de 1997 confirmó el auto del inferior, con lo cual el proceso regresó al juzgado para que continúe la causa.  A pesar de la orden del tribunal que solicitaba al Comando General de la Policía que señale día y hora para que sus miembros se reuniesen y dictasen sentencia, el Comando nunca señaló fecha de audiencia, por lo que el tribunal del crimen que debía juzgar a los acusados nunca se reunió. Por ello, el Juez Segundo del Primer Distrito, el 28 de abril de 1999 dictó auto de prescripción de la acción, confirmado por la Corte Distrital de la Policía el 23 de junio de 1999.

Según lo establecido en el informe Anual de la CIDH de 2017, en 2014, el Director Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado, remitió un informe elaborado por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos del Ecuador mediante el cual informó sobre las “actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la Instrucción Fiscal”. En 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

El 13 de marzo de 2018, el Estado informó que la el caso fue asignado a la Agente Fiscal Paola Gallardo, el 25 de septiembre de 2017, quien le dio apertura a la investigación previa el 10 de octubre de 2017. Asimismo se solicitó al Juzgado Primer de Distrito de la Policia Nacional el expediente judicial en el que fueron investigados los presuntos responsables, por lo cual ya se tienen copias del expediente. Se obtuvo documentación que comprueba la calidad de los sujetos calificados, y se han recibido versiones de los presuntos perpetradores. 
Al respecto, los peticionarios observaron que hace un año el Estado inició indagación previa, en la cual se ha solicitado información y se han recabado testimonios pero a la fecha no hay inicio del proceso penal para sancionar a los responsables. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.

	VII. PAGOS EXENTOS DE IMPUESTOS Y MORA EN EL CUMPLIMIENTO

[…]En el caso que el Estado incurriese en mora por más de 90 días, desde la firma del acuerdo, deberá pagar sobre la cantidad adeudada un interés que corresponderá al interés bancario corriente de los tres bancos de mayor captación en el Ecuador, durante todo el período de la mora. 
	Total



IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa con preocupación que trascurridos 18 años desde la aprobación del informe de solución amistosa, el Estado no ha mostrado avances en el cumplimiento del compromiso referido a la investigación de los hechos. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso:

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo con el pago de intereses.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 97/00
CASO 11.584
CARLOS JUELA MOLINA
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Carlos Juela Molina 

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos 

Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 97/00, publicado el 5 de octubre de 2000
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad/ Derechos de los niños, niñas y adolescentes
Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/ Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario/ Uso de la fuerza
Hechos: El día 21 de diciembre de 1989, a la edad de 15 años, el peticionario fue detenido a las 13.30 horas en las calles Bahía y Loja por el agente de policía Marco Acosta Iza, brindando como razón de la detención el robo de unas gafas.  En ese mismo momento fue brutalmente golpeado por el agente, con patadas en el estómago que le provocaron vómitos de sangre.  Posteriormente el peticionario fue trasladado por el agente a las oficinas de investigación policial que en ese entonces se denominaba Servicio de Investigación Criminal de Pichincha (SIC-P) en donde fue encerrado en una celda y en donde nuevamente recibió golpes y patadas. Ante el cuadro de  dolores y vómitos que le afectaron, fue trasladado al Hospital Eugenio Espejo en donde fue operado de urgencia al constatar los médicos que tenía perforado y sufría lesiones al duodeno. Luego de realizársele el examen médico legal que determinaba  la incapacidad física del peticionario durante 30 a 60 días, se inició la causa penal en contra del agente Acosta Iza en el Juzgado Octavo de lo Penal de Pichincha; no obstante el Juez se inhibió de seguir conociendo la causa y cedió la competencia al Juzgado Segundo del Primer Distrito de la Policía Nacional, causa que se inició el 2 de abril de 1990.  En primera instancia se ordenó la detención del policía Acosta Iza pero recuperó su libertad mediante fianza.  Cuando el agente no se presentó en el Juzgado como había sido requerido, el Juez hizo efectiva la fianza y ordenó que se capturara al sindicado para su enjuiciamiento.  La institución policial el 9 de abril de 1992 ordenó la baja de sus filas del policía por mala conducta profesional. Dada la falta de cooperación de los agentes de policía para hacer efectiva la detención, ésta no se hizo efectiva hasta 1995.  Inmediatamente el acusado solicitó que se declarara la prescripción de la acción.  Dicha solicitud fue acogida en última instancia por la Primera Corte Distrital de la Policía Nacional y la causa fue archivada, por lo que se vieron agotados los recursos internos, aceptado por el Estado. La falta de diligencia para tramitar oportunamente el caso y la inexistencia en la jurisdicción interna de un mecanismo legal para solicitar la sanción del responsable, impidieron que el peticionario fuera indemnizado por los daños que arbitrariamente le infringió el policía acusado.  
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del derecho a la integridad personal (artículo 5) y libertad personal (artículo 7), de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) en perjuicio del señor Juela Molina.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 4 de octubre de 2013, 1 de diciembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, el 11 de agosto de 2017, 18 de julio y 6 de septiembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 23 de octubre de 2015, y 3 de octubre de 2018. 
3. Los peticionarios proporcionaron información los días 17 de diciembre de 2014, 3 de diciembre de 2015, 1 de septiembre de 2017 y 8 de noviembre de 2018. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes 

	III. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y ALLANAMIENTO
El Estado Ecuatoriano reconoce su responsabilidad internacional por haber violado los derechos humanos del señor Manuel Inocencio Lalvay Guamán reconocidos en los artículos 5 y 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos internacionales, en vista que se detuvo ilegalmente, se torturó y se persiguió al señor Manuel Inocencio Lalvay Guamán, siendo dichas violaciones cometidas por agentes del Estado, hecho que no ha podido ser desvirtuado por el Estado y ha generado la responsabilidad de éste frente a la sociedad. 

Con estos antecedentes el Estado Ecuatoriano se allana a los hechos constitutivos del caso Nº 11.466, que se encuentra en trámite ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y se obliga a asumir las medidas reparadoras necesarias a fin de resarcir los perjuicios ocasionados a las víctimas de tales violaciones o en su defecto a sus causahabientes.
	Declarativa

	IV.             INDEMNIZACIÓN

Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215, de la Constitución Política del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial Nº 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega al señor Manuel Inocencio Lalvay Guamán, una indemnización compensatoria por una sola vez de veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 25.000) o su equivalente en moneda nacional, calculado al tipo de cambio vigente al momento de la suscripción de este acuerdo, con cargo al Presupuesto General del Estado. 
Esta indemnización involucra el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral irrogados, sufridos por el señor Manuel Inocencio Lalvay Guamán, así como cualquier otro reclamo que pudieren tener el señor Manuel Inocencio Lalvay Guamán o sus familiares, por el concepto mencionado en este acuerdo, observando la normativa legal interna e internacional, con cargo al Presupuesto General del Estado, a cuyo efecto la Procuraduría General del Estado notificará al Ministerio de Finanzas y Crédito Público, para que en un plazo de 90 días, contados a partir de la fecha de la suscripción de este documento, cumpla con esta obligación. 
	Total



	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano, a través de la Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto al Ministro Fiscal General de la Nación y a los organismos competentes de la Función Judicial, el enjuiciamiento tanto civil como penal y administrativo de las personas que en cumplimiento de sus funciones estatales o privilegiados del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada.  
  
La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita el juzgamiento de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano, y por consiguiente no procederá contra las personas que hayan sido objeto de juzgamiento definitivo por los tribunales y juzgados del país, en relación con el hecho o violación alegados.  

	Pendiente


	En su Informe de Homologación, la Comisión dio cuenta de que el 30 de junio de 1997 el juez dictó auto motivado que fue confirmado por la Primera Corte Distrital Policial el 27 de octubre de 1997. Los acusados apelaron dicho auto ante la Corte Distrital Policial, que al resolver el 27 de octubre de 1997 confirmó el auto del inferior, con lo cual el proceso regresó al juzgado para que continúe la causa. A pesar de la orden del tribunal que solicitaba al Comando General de la Policía que señale día y hora para que sus miembros se reuniesen y dictasen sentencia, el Comando nunca señaló fecha de audiencia, por lo que el tribunal del crimen que debía juzgar a los acusados nunca se reunió. Por ello, el Juez Segundo del Primer Distrito, el 28 de abril de 1999 dictó auto de prescripción de la acción, confirmado por la Corte Distrital de la Policía el 23 de junio de 1999.

La Comisión dio cuenta en su Informe Anual de 2017 de que en 2014, el Director Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado, remitió un informe elaborado por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos del Ecuador mediante el cual informó sobre las “actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la Instrucción Fiscal”

En 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

El 13 de marzo de 2018, el Estado informó que la el caso fue asignado a la Agente Fiscal Paola Gallardo, el 25 de septiembre de 2017, quien le dio apertura a la investigación previa el 10 de octubre de 2017.

El 13 de septiembre de 2018, el Estado indicó que el 25 de mayo de 2017 se decidió dar inicio a la fase de investigación previa, se realizaron varias solicitudes de información a diferentes entidades y se obtuvo la copia de la historia clínica de la víctima. El 17 e julio de 2018, se ofició a la dirección de gestión procesal para que se asigne la denuncia por tortura a la Fiscalía No. 6 de la DCVDH y se solicitó también a la Fiscalía Provincial de Pichincha que certificar si existe alguna otra investigación penal por el presente caso. Finalmente, se ofició a la Dirección General de Investigación de la FGE con el fin de obtener datos personales de las personas identificadas en el proceso. Se realizó también una solicitud de certificación para saber si la víctima se encontraba detenido o en libertad, y se determinó que actualmente se encuentra privado de la libertad en Riobamba. 

Al respecto, los peticionarios observaron que se inició indagación previa, en la cual se ha solicitado información pero a la fecha no hay inicio del proceso penal para sancionar a los responsables. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.

	VII. PAGOS EXENTOS DE IMPUESTOS Y MORA EN EL CUMPLIMIENTO

[…]En el caso que el Estado incurriese en mora por más de 90 días, desde la firma del acuerdo, deberá pagar sobre la cantidad adeudada un interés que corresponderá al interés bancario corriente de los tres bancos de mayor captación en el Ecuador, durante todo el período de la mora. 
	Total



IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa con preocupación que trascurridos 18 años desde la aprobación del informe de solución amistosa, el Estado no ha mostrado avances en el cumplimiento del compromiso referido a la investigación de los hechos. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo con el pago de intereses.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº. 98/00
CASO 11.783
MARCIA IRENE CLAVIJO
(Ecuador)
I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Marcia Irene Clavijo Tapia 

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos 

Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 98/00, publicado el 5 de octubre de 2000
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad/ Mujeres
Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario/ Tortura/ Tratos o penas crueles, inhumanos y/o degradantes 

Hechos: El 17 de mayo de 1993 la peticionaria fue detenida en Guayaquil sin la existencia de una orden de detención, en relación al operativo “plata” contra el tráfico de drogas.  Fue trasladada hasta las oficinas de Interpol del Guayas donde permaneció 15 días incomunicada. Durante ese lapso de tiempo, fue torturada en busca de que se declarase culpable de participación en el hecho que se investigaba. Posteriormente, la peticionaria fue trasladada hasta la ciudad de Quito y puesta bajo conocimiento de los Jueces Segundo, Séptimo y Décimo de lo Penal de Pichincha, quienes iniciaron procesos penales sin que se señalara el motivo o razón de la detención de la peticionaria, y en forma general se sindicó a todas las personas cuyos nombres constaban en el informe policial sin hacer un análisis de los indicios de responsabilidad que existía contra cada uno. En el proceso seguido en el Juzgado Décimo, la peticionaria interpuso un recurso de amparo solicitando su libertad,  ante la Presidencia de la Corte Superior, la cual declaró procedente el recurso el 10 de septiembre de 1996 y ordenó la libertad de la peticionaria.  La peticionaria también interpuso un recurso de amparo dentro del proceso tramitado en el Juzgado Séptimo, pero éste fue denegado por cuanto la peticionaria no se encontraba sindicada en dicho proceso. El 31 de mayo de 1996 se dictó auto de sobreseimiento provisional en favor de la peticionaria en el proceso tramitado en el Juzgado Segundo. La Cuarta Sala de la Corte Superior, al resolver en consulta como lo establece la ley ecuatoriana en procesos contra las drogas, confirmó el 27 de mayo de 1997 el sobreseimiento. El 4 de junio de 1997 el Juzgado Segundo ordenó la libertad de la peticionaria, quien la recuperó el 6 de junio de 1997. La petición se presentó en razón del tiempo transcurrido en privación de la libertad sin condena, además de las violaciones al derecho a la integridad personal y garantías y protección judiciales.  La víctima fue sometida a torturas y tratos crueles e inhumanos al momento de la detención, mantenida en prisión preventiva por cuatro años y luego sobreseída.

Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del derecho a la integridad personal (artículo 5), libertad personal (artículo 7), garantías judiciales (artículo 8), protección judicial (artículo 25) de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) en perjuicio de Marcia Irene Clavijo Tapia.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 4 de octubre de 2013, 26 de noviembre de 2014, 25 de septiembre de 2015 y 7 de octubre de 2016. 

2. El Estado proporcionó información los días 23 de octubre de 2015, y 7 de marzo de 2017 y solicitó el cese de la supervisión de la implementación del acuerdo y el archivo del caso. 

3. Los peticionarios proporcionaron información el 5 de diciembre de 2016 y solicitaron el cese de la supervisión de la implementación del acuerdo y el archivo del caso. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	III. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y ALLANAMIENTO
El Estado Ecuatoriano reconoce su responsabilidad internacional por haber transgredido los derechos humanos de la señora Marcia Irene Clavijo Tapia, reconocidos en el Artículo 5 (Derecho a la Integridad Personal), Artículo 7 (Derecho a la Libertad Personal), Artículo 8 (Garantías Judiciales), Artículo 25 (Protección Judicial), y a su vez la obligación general contenida en el Art. 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos internacionales, siendo dichas violaciones cometidas por agentes del Estado, hechos que no han podido ser desvirtuados por el Estado y han generado la responsabilidad de éste frente a la sociedad. 
  
Con estos antecedentes el Estado Ecuatoriano se allana a los hechos constitutivos del caso Nº 11.783, que se encuentra en trámite ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y se obliga a asumir las medidas reparadoras necesarias a fin de resarcir los perjuicios ocasionados a las víctimas de tales violaciones o en su defecto a sus causahabientes. 
	Declarativa

	IV.             INDEMNIZACIÓN

Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215 de la Constitución Política del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial Nº 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega a la señora Marcia Irene Clavijo Tapia, una indemnización compensatoria por una sola vez de sesenta y tres mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 63.000) o su equivalente en moneda nacional, calculado al tipo de cambio vigente al momento del pago, con cargo al Presupuesto General del Estado. 
  
Esta indemnización involucra el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral irrogados, sufridos por la señora Marcia Irene Clavijo Tapia, así como cualquier otro reclamo que pudiere tener la señora Marcia Irene Clavijo Tapia, por el concepto mencionado en este acuerdo, observando la normativa legal interna e internacional, con cargo al Presupuesto General del Estado, a cuyo efecto la Procuraduría General del Estado notificará al Ministerio de Finanzas y Crédito Público, para que en un plazo de 90 días, contados a partir de la fecha de la suscripción de este documento, cumpla con esta obligación
	Total



	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano, se compromete al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de las sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de sus funciones estatales o privilegiados del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada.  
  
La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano. 
	Pendiente
	En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que el 5 de diciembre de 2016, el peticionario informó que la privación arbitraria de la libertad no podría ser investigada en virtud del tiempo transcurrido desde que ocurrieron los hechos, por lo cual las acciones administrativas y penales contra los operadores de justicia responsables de la lentitud judicial y contra agentes de la policía responsables de la detención ilegal habrían prescrito. Por lo anterior, y en vista de la imposibilidad manifestada por el peticionario de contactar a la víctima y la operación de la prescripción de las acciones correspondientes, el peticionario solicitó el cese de la supervisión de la implementación del acuerdo y el archivo del caso. 
El 17 de marzo de 2017, el Estado solicitó a la Comisión se proceda a archivar el asunto, en virtud de lo manifestado por los peticionarios el 5 de diciembre de 2016. 

Al respecto, la Comisión analizó la solicitud de las partes en el 2018, y decidió de conformidad con el artículo 42 y 48 de su Reglamento continuar con el seguimiento del acuerdo de solución amistosa, debido a que los hechos se refieren a actos de torturas, tratos crueles, inhumanos y/o degradantes, los cuales en concordancia con la jurisprudencia constante de la Comisión y la Corte Interamericana de derechos Humanos, no son susceptibles de ser sujetos de prescripción por tratarse de casos de graves violaciones de derechos humanos. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.

	VII. PAGOS EXENTOS DE IMPUESTOS Y MORA EN EL CUMPLIMIENTO

[…]En el caso que el Estado incurriese en mora por más de tres meses, desde la firma del acuerdo, deberá pagar sobre la cantidad adeudada un interés que corresponderá al interés bancario corriente de los tres bancos de mayor captación en el Ecuador, durante todo el período de la mora.
	Total



IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa con preocupación que trascurridos 18 años desde la aprobación del informe de solución amistosa, el Estado no ha mostrado avances en el cumplimiento del compromiso referido a la investigación de los hechos. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 

A. Resultados individuales del caso
· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo con el pago de intereses.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 99/00
CASO 11.868
CARLOS SANTIAGO Y PEDRO ANDRÉS RESTREPO ARISMENDY
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 

	Víctima (s): Carlos Santiago y Pedro Andres Restrepo Arismendy 

Peticionario (s): Judith Kimerling, Gastón Chillier, Patrick F.J. Macrory y Laura Reifschneider
Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 99/00, publicado el 5 de octubre de 2000
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad/ Derechos de los niños, niñas y adolescentes
Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/ Desaparición forzada/ Investigación/ Sistema Penitenciario/ Tortura/ Investigación 

Hechos: Los peticionarios alegaron que El 8 de enero de 1988, los hermanos Carlos Santiago y Pedro Andrés Restrepo Arismendy, de entonces 15 y 18 años de edad, fueron detenidos por la Policía Nacional del Ecuador, y posteriormente desaparecidos mientras se encontraban bajo la custodia de esta institución. En 1990, una Comisión Especial se encargó de este caso, la cual pudo determinar que los dos menores habían sido detenidos, torturados, muertos y desaparecidos por parte de la Policía Nacional del Ecuador y que sus cuerpos habían sido arrojados a una laguna.  

Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del derecho a la vida (artículo 4); derecho a la integridad personal (artículo 5); derecho a la libertad personal (artículo 7); protección a las garantías judiciales (artículo 8), derechos del niño (artículo 19); y derecho a la protección judicial (artículo 25) de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH). 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 4 de octubre de 2013, 26 de noviembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017 y el 19 de julio de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 15 de marzo de 2013, 23 de octubre de 2015 y 3 de octubre de 2018. 

3. Los peticionarios no han proporcionado información en la fase de supervisión de implementación del acuerdo desde su homologación en el año 2000. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	III. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y ALLANAMIENTO
Con estos antecedentes, el Estado ecuatoriano ha reconocido ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos su culpabilidad en los hechos narrados y se ha obligado a asumir medidas reparadoras mediante el empleo de la figura del arreglo amistoso prevista en el Art. 45 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  
	Declarativa

	IV.             INDEMNIZACIÓN

Por lo expuesto, el Estado ecuatoriano representado por la Procuraduría General del Estado, entrega al Ingeniero Pedro José Restrepo Bermúdez, al tenor de lo previsto en los artículos 1045 y 1052 del Código Civil, una indemnización por una sola vez, de U.S. $2,000,000 (dos millones de dólares  americanos o su equivalente en moneda nacional), con cargo al Presupuesto General del Estado. 
  
Esta indemnización involucra el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral irrogado, sufridos por la familia Restrepo Arismendy, y se pagará al Ingeniero Pedro Restrepo, observando la normativa legal interna con cargo al Presupuesto General del Estado, a cuyo efecto la Procuraduría notificará al Ministerio de Finanzas y Crédito Público para que en un plazo de 90 días, contados a partir de la suscripción de este documento, cumpla esta obligación. 
	Total


	V.             INDEMNIZACIÓN DE CULPABLES

El presente arreglo amistoso no incluye la indemnización que tiene derecho reclamar el padre de los hermanos Restrepo Arismendy, a los culpables de su detención ilegal y arbitraria, tortura, muerte, y desaparición, y que recibieron sentencia condenatoria, al tenor de lo previsto en los artículos 52 y 67 del Código Penal ecuatoriano, indemnización que ha sido reconocida en el fallo emitido por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Ecuador, en sentencia dictada el 31 de marzo de 1998.
	Declarativa



	VI.  NUEVA BÚSQUEDA DE LOS HERMANOS RESTREPO  
Dentro de 90 días, como máximo, contados a partir de la formalización de este arreglo, el Estado ecuatoriano, representado por el Procurador General del Estado, se compromete a ejecutar una completa, total y definitiva búsqueda en la laguna de Yambo, de los cuerpos de los hermanos Restrepo, que se presume podían haber sido arrojados allí en 1998 o en los años subsiguientes, y a recuperarlos, de ser localizados.  Para este efecto, el Ministerio de Defensa Nacional pondrá a disposición de la Procuraduría un equipo de buzos de la Armada Nacional, al que se unirán el o los equipos de organizaciones particulares especializadas, que serán gestionados por la Procuraduría o que voluntariamente proporcionen instituciones de derechos humanos nacionales o internacionales.  El Ministerio de Gobierno, por su parte, prestará toda la colaboración que se le requiera para la consecución de este objetivo. 


	Pendiente
	En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que el 15 de marzo de 2013, el Estado presentó información respecto de los avances de las medidas adoptadas para el cumplimiento. Al respecto, informó sobre la constitución el Equipo Operativo denominado “POR LA VERDAD Y JUSTICIA” dentro del Ministerio de interior, con el fin de facilitar la búsqueda y localización de los restos de las víctimas. Asimismo, informó que el Ministerio del Interior había iniciado una “amplia campaña de comunicación” para obtener información sobre el paradero de los restos de las víctimas. El Estado también señaló que dentro del proceso de investigación se ha contado con la participación del Equipo Argentino de Antropología Forense. Asimismo, informó que “desde que el Equipo Operativo inició sus funciones se ha contado con la participación de la familia Restrepo dentro de la investigación”, principalmente mediante la celebración de reuniones periódicas para informarles de los avances y escuchar sus solicitudes. En relación con la investigación penal, el Estado informó que el asunto se encuentra a cargo de un fiscal de la Comisión de la Verdad y Derechos Humanos de la Fiscalía General del Estado y que el proceso se encuentra en etapa de indagación previa. Al respecto, el Estado señaló que “existe completa reserva respecto de las actuaciones investigativas que está realizando el fiscal”, y que informará oportunamente cuando exista una instrucción fiscal. 

El 13 de marzo de 2018, el Estado informó que la apertura de la investigación se realizó el 21 de febrero de 2011, que el caso fue asignado al Agente Fiscal Andrés Cuasapaz y en relación a las actuaciones realizadas, informó que en relación a la tesis expuesta por la Comisión de la Verdad, se procedió a realizar múltiples diligencias investigativas, recabando información documental y testimonial relevante. Asimismo, informó que se realizaron diligencias de excavaciones conforme a la filtración de datos. El Estado indicó que unas de las primeras diligencias para la búsqueda de los cuerpos se realizó en el Cementerio de EL Batán con la exhumación de restos N.N., posteriormente se hizo una allanamiento a las bodegas de la Policía Judicial incautándose información documental relacionada con el caso. Indicó que se ha establecido también un protocolo de búsqueda en los cementerios de la provincia de Pichincha y cantones aledaños. A fin de recabar toda información sobre N.N.
El 3 de octubre de 2018, el Estado informó que se han realizado varias solicitudes mediante impulso de fiscales a distintas instituciones policiales, se han obtenido certificados de inexistencia de protocolos de autopsias realizadas en el mes de enero de 1988, y se determinó que se extravió el libro de ingresos de cadáveres. Conjuntamente con un antropólogo forense se logró recolectar información sobre el ingreso de cadáveres a cementerios de la ciudad de Quito, inspección y allanamientos a archivos de la Policía Judicial, obteniéndose información sobre los agentes de la policía que se encontraban en el Sistema de Investigación Criminal de Pichincha (SIC-P) en las fechas de los hechos, recepción de versiones relevantes para la investigación del caso, análisis comparativo de las órdenes del cuerpo de la SIC-P, y nómina de los detenidos. Se ha solicitado la realización de una pericia de arquitectura forense y un investigador en el caso. 
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.

	IX. SANCIÓN A PERSONAS NO JUZGADAS
El Estado ecuatoriano, a través de la Procuraduría General del Estado, se compromete a solicitar al Fiscal General del Estado y a los organismos competentes de la función judicial, el enjuiciamiento penal de las personas que, en cumplimiento de funciones policiales, se presume que tuvieron participación en la muerte de los hermanos Carlos Santiago y Pedro Andrés Restrepo Arismendy.  La Procuraduría se compromete a excitar a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita el juzgamiento de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado ecuatoriano y, por consiguiente, no procederá contra las personas que hayan sido objeto de juzgamiento definitivo por la Corte Suprema de Justicia del Ecuador o en el evento de que los delitos que les son imputables hayan legalmente prescrito.
	Pendiente
	En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que en el 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas de las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. El Estado presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  

5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 
V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La CIDH observa con preocupación que trascurridos 18 años desde la aprobación del informe de solución amistosa, el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de la desaparición y tortura de Carlos Santiago y Pedro Restrepo Arismendy. El Estado tampoco ha logrado avances en la búsqueda total, definitiva y completa de los cuerpos de los menores. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 100/00
CASO 991
KELVIN VICENTE TORRES CUEVA
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 

	Víctima (s): Kelvin Vicente Torres Cueva
Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos 

Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 100/00, publicado el 5 de octubre de 2000
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad

Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario/ Tortura/ Tratos o penas crueles, inhumanos y/o degradantes/ Detención arbitraria o ilegal
Hechos: El día 21 de junio de 1992 el peticionario fue detenido a las 12.00 horas por un grupo de veinte personas encapuchadas y fuertemente armadas, quienes mediante golpes, lo subieron a un vehículo.  En ningún momento se le mostró orden de detención girada por juez competente, ni se le informó de los motivos de su detención, ni se identificaron como policías. Fue privado de su libertad, maltratado y sometido a una prolongada incomunicación. Dicha detención se realizó en el marco del “Operativo Ciclón” de la Policía Nacional contra el tráfico de drogas, según el peticionario, por el mero hecho de ser pariente del señor Ingeniero Jorge Hugo Reyes Torres, el supuesto jefe de este grupo de narcotraficantes.        Posteriormente el peticionario fue trasladado hasta las oficinas del ex-SIC, actual Regimiento Quito Nº 2, donde fue puesto en una celda subterránea e incomunicado por 33 días. Durante ese tiempo fue torturado con golpes en el estómago, golpes en las orejas, o descargas eléctricas con la finalidad de que aprenda de memoria una declaración que debía rendir con posterioridad frente al Representante del Ministerio Público. A los 33 días de incomunicación, en los cuales no pudo ver a su familia ni a un abogado, el peticionario fue llevado a un patio junto con varios detenidos, donde unos 50 policías encapuchados y fuertemente armados, apuntaron sus armas a la cabeza hacia él y los otros detenidos. Les introdujeron las armas en la boca y dispararon, sin que las armas estuvieran cargadas. Este hecho tenía como finalidad conseguir que aceptaran firmar una declaración auto inculpatoria. Luego de ello, fue vendado y trasladado al Pabellón “A” del Penal García Moreno donde se le permitió recibir visitas.  En total estuvo 38 días incomunicado. 
Derechos alegados: los peticionarios alegaron violaciones de los derechos consagrados en los artículos 5 (integridad personal), 7 (libertad personal), 8 (garantías judiciales) 11 (protección de la honra y dignidad), 24 (derecho a la igualdad ante la ley) y 25 (garantías de protección judicial) de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) en relacion con los artículos 1 y 2 del mismo instrumento. 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 26 de noviembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017 y el 19 de julio y 6 de septiembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 27 de mayo de 2014, 23 de octubre de 2015 y 13 de septiembre de 2018. 

3. Los peticionarios proporcionaron información el 17 de diciembre de 2014, 3 de diciembre de 2015, 7 de septiembre de 2017 y 8 de noviembre de 2018. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	III. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y ALLANAMIENTO
El Estado Ecuatoriano reconoce su responsabilidad internacional por haber transgredido los derechos humanos del señor Kelvin Vicente Torres Cueva reconocidos en el artículo 5 (Derecho a la Integridad Personal), artículo 7 (Derecho a la Libertad Personal), artículo 8 (Garantías Judiciales), artículo 24 (Igualdad ante la Ley), artículo 25 (Protección Judicial) y a su vez la obligación general contenida en el Art. 1.1., de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos internacionales, siendo dichas violaciones cometidas por agentes del Estado, hechos que no han podido ser desvirtuado por el Estado y han generado la responsabilidad de éste frente a la sociedad. 
  
Con estos antecedentes el Estado Ecuatoriano se allana a los hechos constitutivos del caso Nº 11.991, que se encuentra en trámite ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y se obliga a asumir las medidas reparadoras necesarias a fin de resarcir los perjuicios ocasionados a las víctimas de tales violaciones o en su defecto a sus causahabientes.
	Declarativa

	IV.             INDEMNIZACIÓN

Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215 de la Constitución Política del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial Nº 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega al señor Kelvin Vicente Torres Cueva, una indemnización compensatoria por una sola vez de cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 50.000) o su equivalente en moneda nacional, calculado al tipo de cambio vigente al momento del pago, con cargo al Presupuesto General del Estado. 
  
Esta indemnización involucra el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral irrogados, sufridos por el señor Kelvin Vicente Torres Cueva, así como cualquier otro reclamo que pudieren tener el señor Kelvin Vicente Torres Cueva o sus familiares, por el concepto mencionado en este acuerdo, observando la normativa legal interna e internacional, con cargo al Presupuesto General del Estado, a cuyo efecto la Procuraduría General del Estado notificará al Ministerio de Finanzas y Crédito Público, para que en un plazo de 90 días, contados a partir de la fecha de la suscripción de este documento, cumpla con esta obligación. 
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES 
El Estado Ecuatoriano, se compromete al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de las sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de sus funciones estatales o prevalidos del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada. 
La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General de la Nación, organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados  para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano.  
	Pendiente
	En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que en el 2015, el Estado informó que se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

El 7 de septiembre de 2017, los peticionarios indicaron que desde la fecha en que se firmó el acuerdo entre la víctima y el Estado, no se ha iniciado ninguna investigación tendiente a sancionar a los responsables. 

El 5 de septiembre de 2017, el Estado informó que la apertura de la investigación se realizó el 27 de julio de 2017, que el caso fue asignado al Agente Fiscal Andrés Cuasapaz y en relación a las actuaciones realizadas, informó que requirió información a la Procuraduría General del Estado.

El 16 de abril de 2018, los peticionarios informaron que no ha habido avances en la sanción de los responsables, por lo que solicitan una mayor agilidad para tal fin. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.

	VII. PAGOS EXENTOS DE IMPUESTOS Y MORA EN EL CUMPLIMIENTO

[…] En el caso que el Estado incurriese en mora por más de tres meses, desde la firma del acuerdo, deberá pagar sobre la cantidad adeudada un interés que corresponderá al interés bancario corriente de los tres bancos de mayor captación en el Ecuador, durante todo el período de la mora.
	Total



IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa con preocupación que trascurridos 18 años desde la aprobación del informe de solución amistosa, el Estado no ha mostrado avances en el cumplimiento del compromiso referido a la investigación de los hechos y que se ha limitado a reiterar textualmente la misma información proporcionada con anterioridad, sin indicar ninguna actividad judicial concreta destinada a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de las torturas contra Kelvin Vicente Torres Cueva. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A.
Resultados individuales del caso

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo con el pago de intereses.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº. 19/01
CASO 11.478
JUAN CLIMACO CUELLAR Y OTROS
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO
	Víctima (s): Juan Climaco Cuellar y otros
Peticionario (s): Alejandro Ponce Villacís y Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos (INREDH)
Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 19/01, publicado el 20 de febrero de 2001
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad

Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario/ Tortura/ Tratos o penas crueles, inhumanos y/o degradantes 

Hechos: El Caso versa sobre la detención sin orden de arresto de Froilán Cuéllar, José Otilio Chicangana, Juan Clímaco Cuéllar, Henry Machoa, Alejandro Aguinda, Demetrio Pianda, Leonel Aguinda, Carlos Enrique Cuéllar, Carmen Bolaños, Josué Bastidas y Harold Paz entre el 18 y el 21 de diciembre de 1993 por miembros del ejército encapuchados. Las víctimas fueron incomunicadas y sometidas a torturas y tratos crueles e inhumanos y luego mantenidos en prisión preventiva entre uno y cuatro años, tras lo cual fueron sobreseídas. 
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del derecho a la integridad personal (artículo 5), libertad personal (artículo 7), protección a las garantías judiciales (artículo 8), y derecho a la protección de la honra y la dignidad (artículo 11), de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), todo en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) del mismo instrumento en perjuicio de los señores Juan Clímaco Cuéllar, Carlos Cuéllar, Alejandro Aguinda, Leonel Aguinda, Demetrio Pianda, Henry Machoa, Carmen Bolaños, Josué Bastidas, José Chicangana, Froilán Cuéllar y Harold Paz.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 26 de noviembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017 y el 19 de julio y 6 de septiembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 27 de mayo de 2014, 23 de octubre de 2015 y 13 de septiembre de 2018. 

3. Los peticionarios proporcionaron información el 17 de diciembre de 2014, 3 de diciembre de 2015, 7 de septiembre de 2017 y 8 de noviembre de 2018. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	SEGUNDA.- RESPONSABILIDAD DEL ESTADO

El proceso judicial interno estuvo caracterizado por demoras injustificadas, ineficiencia y denegación de justicia.  El Estado Ecuatoriano no ha podido demostrar que no fueron sus agentes oficiales quienes detuvieron ilegal y arbitrariamente, torturaron e incomunicaron a los campesinos del Putumayo, ni desmentir que dichas acciones estaban reñidas con la Constitución Política, con el marco jurídico del Estado ecuatoriano y con las normas internacionales que tutelan los derechos humanos.
	Declarativa

	CUARTA.- INDEMNIZACIÓN  
Por lo expuesto, el Estado Ecuatoriano, representado por la Procuraduría General del Estado, reconoce a los señores Juan Clímaco Cuéllar, Carlos Cuéllar, Alejandro Aguinda, Leonel Aguinda, Demetrio Pianda, Henry Machoa, Carmen Bolaños, Josué Bastidas, José Chicangana, Froilán Cuéllar y Harold Paz, una indemnización por una sola vez de USD 100,000 (cien mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional a cada uno, cantidad que se encuentra en relación con la demandada por ellos y que compensa el retardo en serles pagada desde que formularon su reclamación el 17 de diciembre de 1996, ante el Presidente de la República. 

Esta indemnización involucra el daño emergente, lucro cesante y el daño moral irrogados a los campesinos del Putumayo y se les pagará observando la normativa legal interna, con cargo al Presupuesto general del Estado, a cuyo efecto la Procuraduría notificará al Ministerio de Finanzas y Crédito Público para que, en un plazo de noventa días, contados a partir de la suscripción de este documento, cumpla esta obligación. 


	Total


	SÉPTIMA.- SANCIONES  
El Estado Ecuatoriano, a través de la Procuraduría General del Estado, se compromete a solicitar al Fiscal General del Estado y a los organismos competentes de la Función Judicial, el enjuiciamiento penal de las personas que se presumen tuvieron  participación en los hechos denunciados, y a excitar a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita el juzgamiento de dichas personas.  

 Este juzgamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado ecuatoriano y en el evento de que los delitos que les son imputables a los presuntos responsables no hayan legalmente prescrito
	Pendiente
	En su Informe de Homologación, la CIDH dio cuenta de que la investigación se encontraba radicada ante el Juez Primero de lo Penal de Sucumbíos en diciembre de 2000, sin que se haya avanzado más allá de la fase de investigación, hasta esa fecha.  El 7 de marzo de 2001, el Estado informó a la Comisión que se había iniciado auto cabeza de proceso para determinar las sanciones y responsabilidad de las personas implicadas en las violaciones alegadas. 

El 5 de diciembre de 2017, el Estado informó que la apertura de la investigación se realizó el 11 de octubre de 2010, que el caso fue asignado al fiscal Byron Uzcátegui el 6 de noviembre de 2015. Asimismo, informó que se obtuvo información de la Asamblea Nacional sobre los eventos ocurridos en Putumayo en 1994. En julio de 2017 la Defensora del Pueblo asignó una funcionaria como responsable de la vigilancia del proceso. Se realizó un nuevo pedido de información a la Fuerza Terrestre del Ministerio de Defensa. Se continúa con las diligencias de investigación previo a la formulación de cargos.

El 12 de septiembre de 2018, el Estado informó que la Fiscalía General del estado solicitó información a la Comandancia General de la Fuerza Terrestre, al Archivo Histórico del Comando del Ejército, al Batallón Selva No. 55 Putumayo y a la Brigada de Selva Napo, sobre la certificación de funciones cumplidas y hojas de vida de los presuntos responsables. Mediante impulso del Fiscal de 11 de julio de 2018, se ordenaron varias diligencias, incluyendo oficios a medios de prensa, Ministerio de Defensa y otras instituciones. 
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por El Estado, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

VII. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de la detención y tortura contra las víctimas de este caso. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VIII. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso:

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº. 20/01
CASO 11.512
LIDA ANGELA RIERA RODRIGUEZ 
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Lida Angela Riera Rodriguez 

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos 

Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 20/01, publicado el 20 de febrero de 2001
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad/ Mujeres
Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario/ Investigación 

Hechos: El caso se refiere a la duración de la detención preventiva de Lida Ángela Riera Rodríguez en un proceso sobre peculado en grado de complicidad.  La víctima fue privada de la libertad el 7 de enero de 1992 y el 26 de junio de 1995 se le impuso sentencia de dos años de prisión por encubrimiento, cuando llevaba ya detenida tres años y seis meses. La señora Riera fue detenida el 7 de enero de 1992, por un presunto delito de estafa. El Juez Quinto de lo Penal de Pichincha dictó, el 24 de enero de 1994, un auto de apertura de plenario contra, entre otros, la señora Riera, por complicidad de estafa. La acusación particular apeló dicho auto, entendiendo que los hechos eran constitutivos de delito de peculado. El caso fue examinado por la sala sexta de la Corte Superior de Quito, que consideró los hechos constitutivos de un delito de peculado en grado de complicidad y dictó auto de llamamiento a juicio plenario. El peticionario informó que, según la ley ecuatoriana, el sumario en este caso debía durar 60 días pero llevó más de 2 años y la apelación debía resolverse en 15 días y transcurrieron más de 210 días sin que se emitiera sentencia. Debido a esta demora, la señora Riera estuvo detenida de enero de 1992 a julio de 1995. El Tribunal Segundo de lo Penal de Pichincha finalmente dictó sentencia en el caso el 26 de junio de 1995, en virtud de la cual la señora Riera habría sido sentenciada a dos años de prisión por encubrimiento. Para entonces, ya llevaba detenida tres años y casi seis meses. El 11 de julio de 1995, la señora Riera fue puesta en libertad, tras haber permanecido detenida durante un período que excedía en más de un año y seis meses a la pena impuesta.  
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del derecho a la libertad personal (artículo 7), protección a las garantías judiciales (artículo 8), y derecho a la protección judicial (artículo 25), de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), todo en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) del mismo instrumento, en perjuicio de Lida Riera Rodriguez. 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 25 de noviembre de 2014, 25 de septiembre de 2015 y el 7 de octubre de 2016. 
2. El Estado proporcionó información los días 27 de mayo de 2014 y 23 de octubre de 2015.

3. Los peticionarios proporcionaron información el 3 de diciembre de 2015 y solicitaron el cese de la supervisión de la implementación del acuerdo y el archivo del caso. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.- INDEMNIZACIÓN  
Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215 de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial No. 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega a la señora Lida Angela Riera Rodríguez, una indemnización compensatoria por una sola vez, de veinte mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 20.000) o su equivalente en moneda nacional, calculado al tipo de cambio vigente al momento del pago, con cargo al Presupuesto General del Estado. 
Esta indemnización involucra el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral irrogados, sufridos por la señora Lida Angela Riera Rodríguez,  así como cualquier otro reclamo que pudiere tener la señora Lida Angela Riera Rodríguez o sus familiares, por el concepto mencionado en este acuerdo, observando la normativa legal interna e internacional, con cargo al Presupuesto General del Estado, a cuyo efecto la Procuraduría General del Estado notificará al Ministerio de Finanzas y Crédito Público, para que en un plazo de 90 días, contados a partir de la suscripción de este documento, cumpla con esta obligación. 
	Total

 

	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano se compromete al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de las sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de funciones estatales o prevalidos del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada. 

La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano.
	Incumplido Archivo del Caso 2018
	En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que en el 2014, el Director Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado, remitió un informe elaborado por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos del Ecuador mediante el cual informe sobre las “actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la Instrucción Fiscal”. 

En 2015, el peticionario informó que la privación arbitraria de la libertad no podría ser investigada en virtud del tiempo transcurrido desde que ocurrieron los hechos, por lo cual las acciones administrativas y penales contra los operadores de justicia responsables de la lentitud judicial habrían prescrito. Por lo anterior, y en vista de la imposibilidad manifestada por el peticionario de contactar a la víctima y la operación de la prescripción de las acciones correspondientes, el peticionario solicitó el cese y archivo de las actuaciones de seguimiento del acuerdo de solución amistosa. 

Incumplimiento: aquella recomendación/ o cláusula de ASA en la que por la conducta del Estado resultó imposible su cumplimiento o que el Estado explícitamente ha indicado que no cumplirá con la medida. 

Al respecto, la Comisión analizó la solicitud de la parte peticionaria en el 2018, y decidió de conformidad con el artículo 42 y 48 de su Reglamento cesar el seguimiento del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa y cerrar el asunto dejando constancia en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, de que la cláusula referente a la medida de justicia se encuentra incumplida y el nivel de cumplimiento del acuerdo es parcial. 

En consecuencia, la CIDH considera que el Estado incumplió la medida de justicia consagrada en el acuerdo de solución amistosa. 


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el las partes durante la fase de seguimiento no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de la detención y tortura contra las víctimas de este caso. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión valoró la solicitud de la parte peticionaria de 3 de diciembre de 2015, en la cual solicitaron el cese de la supervisión del acuerdo y el archivo del caso dada la prescripción de la acción penal y la perdida de contacto con las victimas del caso. Tomando en consideración que el presente caso no se refiere a graves violaciones de derechos humanos que serían imprescriptibles de acuerdo a la jurisprudencia constante de la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Comisión decide en esta oportunidad dejar constancia de que la medida de justicia fue incumplida por el Estado ecuatoriano y que el nivel de cumplimiento del acuerdo es parcial.
7. En consecuencia a lo anteriormente indicado, la Comisión decidió archivar este cesar la supervisión del acuerdo de solución amistosa suscrito y cerrar el caso. 

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A.
Resultados individuales del caso

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 21/01
CASO 11.605
RENÉ GONZALO CRUZ PAZMIÑO
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): René Gonzalo Cruz Pazmiño 

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos 

Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 21/01, publicado el 20 de febrero de 2001
Relatoría vinculada: N/A
Temas: Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias/ Investigación  

Hechos: Los peticionarios alegaron que el 20 de junio de 1987 el joven René Gonzalo Cruz Pazmiño y su madre, Gloria Estela Pazmiño Mosquera salían de un cementerio cuando se acercaron a ellos dos hombres, uno de los cuales efectuó disparos contra el joven René Gonzalo Cruz Pazmiño, a consecuencia de los cuales falleció. La ejecución extrajudicial fue perpetrada por un Sargento Primero del Ejército. El proceso contra el perpetrador se inició el 13 de julio de 1987.  El caso pasó a conocimiento del Juez Segundo de lo Penal de Pichincha, quien ordenó la prisión preventiva del sindicado, a cumplirse en un recinto militar.  El dictamen del fiscal de 13 de diciembre de 1989 indicó que existían graves presunciones de responsabilidad en contra del sargento Álvarez Narvaes.  Este dictamen fue aceptado por el juez de derecho, quien dictó auto de apertura a plenario el 9 de abril de 1992 con el fin de que el caso pasara al Tribunal Penal que dictaría sentencia.  Dicho auto fue confirmado por la Corte Superior de Justicia de Quito el 2 de febrero de 1993. El Tribunal Penal Tercero de Pichincha debía dictar sentencia tras la celebración de la respectiva audiencia.  Sin embargo, tras conocerse que el acusado se había fugado, el 11 de junio de 1993 se declaró en suspenso el examen de la causa. Según el peticionario, las Fuerzas Públicas del Ecuador no investigaron ni realizaron los operativos suficientes para perseguir y capturar al perpetrador.
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del derecho a la vida (artículo 4), garantías judiciales (artículo 8) y derecho a la protección judicial (artículo 25), de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), todo en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) del mismo instrumento, en perjuicio del señor René Gonzalo Cruz Pazmiño.  


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 1 de diciembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017 y 18 de julio y 7 de noviembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 27 de mayo de 2014, 23 de octubre de 2015 y 27 de agosto de 2018. 

3. Los peticionarios proporcionaron información el 3 de diciembre de 2015 y el 8 de noviembre de 2018. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	III.
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y ALLANAMIENTO  (INDEMNIZACION) 

… Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215 de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial No. 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega a la señora Gloria Esthela Pazmiño Mosquera, madre y representante legal del señor René Gonzalo Cruz Pazmiño, fallecido, al tenor de lo previsto en los artículos 1045 y 1052 del Código Civil, una indemnización compensatoria por una sola vez de treinta mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 30.000) o su equivalente en moneda nacional, calculado al tipo de cambio vigente al momento del pago, con cargo al Presupuesto General del Estado. 
Esta indemnización involucra el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral irrogados, sufridos por el señor René Gonzalo Cruz Pazmiño y sus familiares, así como cualquier otro reclamo que pudieren tener los familiares del señor René Gonzalo Cruz Pazmiño, por el concepto mencionado en este acuerdo, observando la normativa legal interna e internacional, con cargo al Presupuesto General del Estado, a cuyo efecto la Procuraduría General del Estado notificará al Ministerio de Finanzas y Crédito Público, para que en un plazo de 90 días, contados a partir de la fecha de la suscripción de este documento, cumpla con esta obligación. 
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano se compromete al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de las sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de funciones estatales o prevalidas del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada. 

La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano.
	Pendiente
	En su Informe de Homologación del presente caso, la Comisión  observó que el 27 de febrero de 2001, durante una reunión de trabajo, el Estado informó a la Comisión que se había iniciado auto cabeza de proceso para determinar las sanciones y responsabilidad de las personas implicadas en las violaciones alegadas.  

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en el 2014, el Director Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado, remitió un informe elaborado por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos del Ecuador mediante el cual informe sobre las “actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la Instrucción Fiscal”

En 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

El 1 de septiembre de 2017, los peticionarios indicaron a la Comisión que, desde la fecha en que se firmó el acuerdo entre la víctima y el Estado, no se ha iniciado ninguna acción judicial civil, penal o administrativa, tendiente a sancionar a los responsables, por lo cual la tortura que sufrió la víctima permanece en la impunidad. 

El 27 de agosto de 2018, el Estado informó que la investigación del presente caso se encuentra en la Fiscalía No. 6, y que en el marco de dicha investigación se ofició al Director General del Registro Civil, Identificación  y Cedulación para solicitar “información diversa”; también se ofició a la Fiscalía Provincial de Pichincha para que certifique si existe alguna denuncia presentada investigación iniciada con respecto a este caso; y se solicitaron los datos de contacto de las personas identificadas en este proceso. 

El 8 de noviembre de 2018, los peticionarios informaron que no existe proceso penal tendiente a la sanción de los responsables. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas de las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Ambas partes presentaron información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  

5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión considera que la información proporcionada por el las partes durante la fase de seguimiento no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

VI. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
7. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

8. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de la muerte de René Gonzalo Cruz Pazmiño. La CIDH considera que el Estado ha suministrado información limitada y repetitiva sobre el Estado actual de la investigación, sin indicar acciones encaminadas a lograr un resultado. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VII. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 22/01
CASO 11.779
JOSÉ PATRICIO REASCOS
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): José Patricio Reascos  

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos 

Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 22/01, publicado el 20 de febrero de 2001
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad

Temas: Personas privadas de la Libertad/ Investigación/ Sistema Penitenciario 

Hechos: A las 8.00 horas del día 12 de septiembre de 1993, el señor Reascos, que se hallaba en estado de embriaguez, fue detenido en el sector de San Roque de la ciudad de Quito por miembros de la Oficina de Investigación del Delito.  En el momento del registro, se le encontró un paquete de marihuana que el señor Reascos había adquirido para consumo personal. El señor Reascos fue llevado hasta las oficinas de Interpol, y trasladado posteriormente al Centro de Detención Provisional.  El Juzgado Tercero de lo Penal de Pichincha conoció de la causa, y el 16 de octubre de 1993 levantó auto de cabeza de proceso y, por considerar que se encontraban reunidos los requisitos del artículo 177 del Código de Procedimiento Penal, ordenó la prisión preventiva del señor Reascos. El peticionario manifestó que, al momento de la presentación de la denuncia ante la CIDH el 18 de febrero de 1997, y a pesar de las constantes solicitudes para que el proceso se tramitara con agilidad, ello no había ocurrido ya que habían transcurrido más de tres años sin que recayera acusación formal. El peticionario informó que, según el artículo 65 de la Ley sobre Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas del Ecuador, el consumo de drogas debe ser sancionado con un máximo de dos años de prisión, incluso si se llegara a aplicar la pena máxima que señala la ley.[2]  En el momento de recibida la denuncia en la CIDH, el señor Reascos ya había cumplido con exceso la pena que eventualmente se le podría imponer. Por ello presentó, el 4 de noviembre de 1996, ante el Presidente de la Corte Superior de Justicia de Quito, un recurso de amparo que fue desestimado el 6 de noviembre de 1996. El peticionario indicó que el sumario del caso, que según el artículo 231 del Código de Procedimiento Penal no debía durar más de 60 días, se extendió por tres años. El 4 de junio de 1997 el Tribunal Tercero de lo Penal de Pichincha condenó al señor Reascos a 16 meses de prisión correccional por el delito de consumo de drogas, disponiendo que dicha sentencia fuera consultada al superior.  Al momento de esta sentencia, el señor Reascos había permanecido detenido 3 años y 9 meses.  El 16 de septiembre de 1997, la Corte Superior confirmó la sentencia emitida por el Tribunal a quo, razón por la cual el señor Reascos salió en libertad el 20 del mismo mes, habiendo permanecido detenido un total de 4 años.  De esta forma, se violó su derecho a ser juzgado en un plazo razonable, y a ser considerado inocente mientras lo contrario no se haya probado. 
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del derecho a la libertad personal (artículo 7), garantías judiciales (artículo 8), y derecho a la protección judicial (artículo 25), de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), todo en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) del mismo instrumento, en perjuicio del señor René Gonzalo Cruz Pazmiño. 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 25 de noviembre de 2014, 25 de septiembre de 2015 y el 7 de octubre de 2016. 

2. El Estado proporcionó información los días 27 de mayo de 2014 y 23 de octubre de 2015.

3. Los peticionarios proporcionaron información el 3 de diciembre de 2015 y solicitaron el cese de la supervisión de la implementación del acuerdo y el archivo del caso. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.
INDEMNIZACIÓN  
Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215 de la Constitución Política del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial No. 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega al señor José Patricio Reascos, una indemnización compensatoria por una sola vez de veinte mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 20.000) o su equivalente en moneda nacional, calculado al tipo de cambio vigente al momento de la suscripción de este acuerdo, con cargo al Presupuesto General del Estado. 

  

Esta indemnización involucra el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral irrogados, sufridos por el señor José Patricio Reascos, así como cualquier otro reclamo que pudieren tener el señor José Patricio Reascos o sus familiares, por el concepto mencionado en este acuerdo, observando la normativa legal interna e internacional, con cargo al Presupuesto General del Estado, a cuyo efecto la Procuraduría General del Estado notificará al Ministerio de Finanzas y Crédito Público, para que en un plazo de 90 días, contados a partir de la fecha de la suscripción de este documento, cumpla con esta obligación.  


	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano, se compromete al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de sus funciones estatales o prevalidas del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada.  
La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano. 

	Incumplido
Archivo del Caso 2018
	En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que en el 2015, el peticionario informó que la privación arbitraria de la libertad no podría ser investigada en virtud del tiempo transcurrido desde que ocurrieron los hechos, por lo cual las acciones administrativas y penales contra los operadores de justicia responsables de la lentitud judicial habrían prescrito. Por lo anterior, y en vista de la imposibilidad manifestada por el peticionario de contactar a la víctima y la operación de la prescripción de las acciones correspondientes, el peticionario solicitó el cese y archivo de las actuaciones de seguimiento del acuerdo de solución amistosa. 

Incumplimiento: aquella recomendación/ o cláusula de ASA en la que por la conducta del Estado resultó imposible su cumplimiento o que el Estado explícitamente ha indicado que no cumplirá con la medida. 

Al respecto, la Comisión analizó la solicitud de la parte peticionaria en el 2018, y decidió de conformidad con el artículo 42 y 48 de su Reglamento cesar el seguimiento del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa y cerrar el asunto dejando constancia en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, de que la cláusula referente a la medida de justicia se encuentra incumplida y el nivel de cumplimiento del acuerdo es parcial. 

En consecuencia, la CIDH considera que el Estado incumplió la medida de justicia consagrada en el acuerdo de solución amistosa.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el las partes durante la fase de seguimiento no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de la detención y tortura contra las víctimas de este caso. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión valoró la solicitud de la parte peticionaria de 3 de diciembre de 2015, en la cual solicitaron el cese de la supervisión del acuerdo y el archivo del caso dada la prescripción de la acción penal y la perdida de contacto con las víctimas del caso. Tomando en consideración que el presente caso no se refiere a graves violaciones de derechos humanos que serían imprescriptibles de acuerdo a la jurisprudencia constante de la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Comisión decide en esta oportunidad dejar constancia de que la medida de justicia fue incumplida por el Estado ecuatoriano y que el nivel de cumplimiento del acuerdo es parcial.
7. En consecuencia a lo anteriormente indicado, la Comisión decidió cesar la supervisión del acuerdo de solución amistosa suscrito y cerrar el caso. 

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso:

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº. 104/01
CASO 11.441
RODRIGO ELICIO MUÑOZ ARCOS Y OTROS
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Rodrigo Elicio Muñoz Arcos y otros 

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos
Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 104/01, publicado el 11 de octubre de 2001
Relatoría vinculada: Personas Privadas de la Libertad
Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario/ Tortura/ Tratos o penas crueles, inhumanos y/o degradantes/ Detención arbitraria o ilegal
Hechos: El caso se refiere a la detención de cuatro ciudadanos colombianos,  Rodrigo Elicio Muñoz Arcos, Luis Artemio Muñoz Arcos, José Morales Rivera y Segundo Morales Bolaños, por sospecha de los delitos de robo, intento de secuestro y homicidio, por parte de policías ecuatorianos en la zona de Tulcán el 26 de agosto de 1993.  Según se tuvo conocimiento, las personas antes mencionadas fueron detenidas y llevadas a la oficina central de la Oficina de Investigación del Delito (OID), permaneciendo incomunicadas durante 13 días, habiendo sido despojadas de varios miles de pesos y sucres. Se alega también que fueron torturados por miembros de la OID. Los certificados médicos de estas personas indican que presentaban excoriaciones, hematomas, dolores y una fractura del maxilar inferior, como resultado de golpes, colgamiento y patadas en diversas partes del cuerpo. Los detenidos fueron trasladados a la Cárcel de Tulcán el 7 de septiembre de 1993. Los supuestos actores son miembros de la Policía Nacional, del Comando del Carchi #10: Teniente Coronel Carlos Antonio Lozada Aldas, Cabo José Luis Cando Pérez, y doctor Edgar Pacheco Mena, quien firmó la declaración de los torturados. En lo pertinente, los certificados médicos de la Dirección Nacional de Rehabilitación Social de fecha 13 de octubre de 1993, indican en el diagnóstico de cada detenido lo siguiente: a) Luis Artemio Muñoz Arcos: presentó politraumatismo y fractura de maxilar inferior; b) Rodrigo Muñoz Arcos: traumatismo tórax; c) Segundo Hilarión Morales Baños: traumatismo leve en ojo izquierdo; d) José Vicente Morales Rivera: paciente aparentemente sano (el 16 de septiembre de 1993 se le practicó un examen médico privado en el que se le diagnosticó: dolores intensos en la región temporal derecha, dolor en apex esternal y se observa fractura del mismo, excoriaciones en región anterior de tibia derecha e izquierda, excoriaciones cicatrizadas en las muñecas. Las lesiones fueron provocadas por la acción traumática de cuerpo contundente duro, como el puño, puntapié o palo). 
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del derecho a la integridad personal (artículo 5), derecho a la libertad personal (artículo 7), garantías judiciales (artículo 8), derecho a la propiedad privada (artículo 21) y derecho a la protección judicial (artículo 25), de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), todo en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) del mismo instrumento, en perjuicio de los señores Rodrigo Elicio Muñoz Arcos, Luis Artemio Muñoz Arcos, José Vicente Morales Rivera y Segundo Hilarión Morales Bolaños, todos de nacionalidad colombiana. 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 1 de diciembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017 y el 18 de julio y 10 de septiembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 27 de mayo de 2014, 23 de octubre de 2015 y 7 de septiembre de 2018.

3. Los peticionarios proporcionaron información el 17 de diciembre de 2014 y el 1 de septiembre de 2017.
III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.
INDEMNIZACIÓN  
Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215 de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial Nº 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega [al señor Elicio Rodrigo Muñoz Arcos, a través de su representante la señorita Doris Elizabeth Posso Moran, una indemnización compensatoria por una sola vez, de diez mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica  [US$ 10,000.00], con cargo al Presupuesto General del Estado] [al señor Luis Artemio Muñoz Arcos, una indemnización compensatoria por una sola vez, de diez mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 10,000.00), con cargo al Presupuesto General del Estado] [al señor José Vicente Morales Rivera, una indemnización compensatoria por una sola vez, de diez mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 10,000.00), con cargo al Presupuesto General del Estado] [al señor Segundo Hilarión Morales Bolaños, una indemnización compensatoria por una sola vez, de diez mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 10,000.00), con cargo al Presupuesto General del Estado] […]
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano, se  compromete al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de funciones estatales o prevalidos del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada. 
La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano.
	Pendiente
	En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que en el 2014, el Director Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado, remitió un informe elaborado por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos del Ecuador mediante el cual informe sobre las “actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la Instrucción Fiscal”

En 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

El 7 de septiembre de 2018, el Estado informó que el 21 de noviembre de 2017 se designó a la Fiscalía de Personas y Garantías No. 1 del Cantón Tulcán la investigación previa. El 4 de diciembre de solicitó al Registro civil los datos de filiación y certificados biométricos de personas identificadas en la investigación adicionalmente se solicitó a la Unidad de Control Migratorio Rumichaca que remitiera los movimientos migratorios de las personas identificadas se solicitó a la Procuraduría copia del ASA; se pidió colaboración de INTERPOL para la ubicación de algunas víctimas se solicitó asistencia para la notificación a las víctimas del inicio de la investigación previa; se pidió el sorteo del perito para valoración médica, historias clínicas de personas identificadas, copias certificadas de centros de detención y se realizó el reconocimiento legal del lugar de los hechos. 
Los peticionarios informaron el 8 de noviembre de 2018, que en diciembre de 2017 se abrió indagación previa, sin que a la fecha, 25 años después de ocurridos los hechos, hayan habido avances sustanciales para enjuiciar a los responsables. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el las partes durante la fase de seguimiento no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de las violaciones a los derechos humanos en contra de las víctimas de este caso. La CIDH considera que el Estado ha suministrado información limitada y repetitiva sobre el Estado actual de la investigación, sin indicar acciones encaminadas a lograr un resultado. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 105/01
CASO 11.443
WASHINGTON AYORA RODRIGUEZ
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Washington Ayora Rodriguez
Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos
Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 105/01, publicado el 11 de octubre de 2001
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad

Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario/ Tortura/ Tratos o penas crueles, inhumanos y/o degradantes/ Detención arbitraria o ilegal/ Investigación
Hechos: Washington Ayora fue condenado en 1989, mediante sentencia, por un delito de hurto. Segun lo alegado en la petición, desde esa fecha Washington Ayora se había sentido asediado por los policías nacionales, quienes en múltiples oportunidades lo habían detenido con el pretexto de “investigarlo”, situación que hizo que viviera en constante estado de inseguridad y miedo. El 14 de febrero de 1994, a las 16:30 horas, Washington Ayora se encontraba en la Ciudadela del Maestro en la Ciudad de Loja, cuando fue detenido por elementos de la policía, quienes le manifestaron que tenían una boleta de captura [la que nunca le mostraron al detenido] y lo condujeron a los calabozos de la policía en donde permaneció incomunicado hasta el día 18 de febrero, fecha en la que fue trasladado al Centro de Rehabilitación Social de Loja para ser investigado. En los calabozos del Cuartel de Policía fue torturado, lo cual se comprobó con el acta y el informe de reconocimiento médico practicado al detenido. El 21 de febrero de 1994, el Comisario Nacional Primero de Cantón Loja extiende la boleta de excarcelación a favor de Washington Ayora, por considerar que no existían méritos suficientes para mantenerlo detenido.

Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del derecho a la vida (artículo 4), derecho a la integridad personal (artículo 5), derecho a la libertad personal (artículo 7), garantías judiciales (artículo 8) y derecho a la protección judicial (artículo 25), de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), todo en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) del mismo instrumento, en perjuicio del señor Washington Ayora Rodríguez. 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 1 de diciembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017 y el 19 de julio y 10 de septiembre de 2018. 
2. El Estado proporcionó información los días 27 de mayo de 2014, 23 de octubre de 2015 y 13 de septiembre de 2018.

3. Los peticionarios proporcionaron información el 17 de diciembre de 2014, 3 de diciembre de 2015, 1 de septiembre de 2017 y 8 de noviembre de 2018.

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.
INDEMNIZACIÓN  
Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215, de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial Nº 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega a la señora Eusebia Imelda Rodriguez Bosa, con cédula de ciudadanía número 1100133923, madre del señor Washington Ayora Rodriguez, fallecido, y representante de la señora Merci Rosalía Vasquez Trujillo, viuda del señor Washington Ayora Rodriguez, una indemnización compensatoria por una sola vez, de treinta mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 30,000.00), con cargo al Presupuesto General del Estado. […]
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano, se  compromete al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de funciones estatales o prevalidos del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada. 
La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano.
	Pendiente
	En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que en el 2014, el Director Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado, remitió un informe elaborado por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos del Ecuador mediante el cual informe sobre las “actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la Instrucción Fiscal”

En 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

El 1 de septiembre de 2017, los peticionarios presentaron información ante la CIDH, indicando que aun cuando el Estado reconoció la violación de los derechos a la integridad personal, libertad, garantías judiciales y protección judicial, comprometiéndose a sancionar a los responsables, hasta el momento no se habían iniciado las acciones penales, civiles o administrativas a que se había comprometido para sancionar a los responsables.
El 13 de septiembre de 2018, el Estado informó que la investigación se inició el 10 de octubre de 2017, y se ha dispuesto la práctica de varias diligencias, incluyendo solicitudes de información e insistencias; se han ubicado los domicilios de los responsables.
El 8 de noviembre de 2018, los peticionarios informaron que hace un año se inició la indagación previa y aun no hay pasos concretos a dar inicio al proceso penal para enjuiciar a los responsables. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el las partes durante la fase de seguimiento no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 
6. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de las torturas en contra de Washington Ayora Rodríguez. La CIDH considera que el Estado ha suministrado información limitada y repetitiva sobre el Estado actual de la investigación, sin indicar acciones encaminadas a lograr un resultado. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 106/01
CASO 11.450
MARCO VINICIO ALMEIDA CALISPA 
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Marco Vinicio Almeida Calispa 

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos
Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 106/01, publicado el 11 de octubre de 2001
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad

Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario 

Hechos: El presente Caso versa sobre la muerte de Marco Vinicio Almeida Calispa por asfixia el 2 de febrero de 1988 mientras se encontraba bajo la custodia de agentes de la Policía, y su falta de esclarecimiento judicial. El 2 de febrero de 1988 durante los interrogatorios policiales realizados en el SIC-P, se produjo la muerte de Marco Almeida por asfixia. El Teniente Juan Sosa Mosquera y los detectives Víctor y Manuel Soto Betancourt fueron denunciados como responsables de la custodia de Marco Almeida cuando murió. En el Juzgado 1º de lo Penal de Pichincha se inició el proceso penal correspondiente, ordenando el Juez la detención de los agentes; sin embargo, dicha orden no se acató. El 14 de septiembre de 1988 se inició proceso indagatorio en el Juzgado 1º del 1er. Distrito de la Policía, previniendo competencia al Juez de la jurisdicción penal ordinaria por el fuero de los denunciados. Posteriormente, el caso pasó a la Corte Suprema donde estuvo paralizado 2 años y el 10 de febrero de 1992 la Corte  resolvió la competencia a favor del Juez 1º del 1er. Distrito de Policía. En el juicio indagatorio, en agosto de 1993, se emitió dictamen fiscal acusatorio y se dispuso el auto motivado en contra de los agentes de policía Víctor Abraham Soto Betancourt y Manuel Benigno Soto Betancourt. Sin embargo, a 1994, luego de 6 años de haberse iniciado el proceso, no se había dictado sentencia.
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del derecho a la vida (artículo 4), derecho a la integridad personal (artículo 5), garantías judiciales (artículo 8) y derecho a la protección judicial (artículo 25), de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), todo en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) del mismo instrumento, en perjuicio del señor Marco Vinicio Almeida Calispa. 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 1 de diciembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017 y el 18 de julio y 28 de agosto de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 27 de mayo de 2014, 23 de octubre de 2015 y 27 de agosto de 2018.

3. Los peticionarios proporcionaron información el 17 de diciembre de 2014, 3 de diciembre de 2015, 1 de septiembre de 2017 y 8 de noviembre de 2018.

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.
INDEMNIZACIÓN  
Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215 de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial No. 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega al señor Segundo José Arauz Maldonado, con cédula de ciudadanía número 170034937-4, suegro del señor Marco Vinicio Almeida Calispa, fallecido, en representación de los señores Sonia del Rosario Arauz Olmedo y Jaime Andrés Almeida Arauz, viuda e hijo del señor Marco Vinicio Almeida Calispa, fallecido, una indemnización compensatoria por una sola vez, de treinta mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 30,000.00), con cargo al Presupuesto General del Estado. […]
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano, se  compromete al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de funciones estatales o prevalidos del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada. 

La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano.
	Pendiente
	En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que en el 2014, el Director Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado, remitió un informe elaborado por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos del Ecuador mediante el cual informe sobre las “actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la Instrucción Fiscal”

En 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

El 1 de septiembre de 2017, los peticionarios presentaron información ante la CIDH, indicando que, aun cuando el Estado reconoció la violación de los derechos a la integridad personal, libertad, garantías judiciales y protección judicial, comprometiéndose a sancionar a los responsables, hasta el momento no se habían iniciado las acciones penales, civiles o administrativas a que se había comprometido para sancionar a los responsables.
El 27 de agosto de 2018, el Estado informó que la Dirección de Comisión de la Verdad y Derechos Humanos (DCVDH) de la Fiscalía General del Estado informó sobre las actuaciones realizadas en el asunto. Indicó que el 10 de octubre de 2017 se inició la investigación en la Fiscalía No. 3 de la DCVDH, actualmente a cargo de la doctora Silvia Jumo Gudiño. Sobre las gestiones realizadas el Estado durante la investigación previa, señaló que:

a. Ha realizado varias solicitudes de información a entidades públicas, para dar con el paradero de las personas involucradas con los hechos. De lo anterior han podido establecer que uno de los presuntos responsables, el sr. V.A.S.B, falleció a los 48 años de edad
b. Ha obtenido datos que comprueban la calidad de sujetos calificativos que tendrían los supuestos perpetradores de los hechos. 
c. Ha realizado varios requerimientos al sistema de administración de justicia para identificar los procesos judiciales en los que se violaron los derechos de la víctima
d. Ha recibido varias versiones de personas involucradas y planifica recabar más versiones de otros testigos, lo que permitiría aclarar los hechos del caso.
e. La FGE planifica realizar un cuadro sobre la cadena de mando.
Finalmente, el Estado indicó que en el mes de mayo de 2018, recibieron la versión de J.A.A.A., hijo del sr. Marco Vinicio Almeida y se mantuvo una reunión con los familiares en la que la FGE acordó mantener otra reunión en el cuarto trimestre del presente año.     

El 8 de noviembre de 2018, los peticionarios indicaron que el 10 de octubre de 2017 se inició la indagación previa, y se tuvo conocimiento de que el presunto perpetrador ya falleció. Indicó que al momento no hay mayor avance que permita enjuiciar a los responsables directos. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.


IV. Análisis relativo a la información proporcionada

4. La Comisión considera que la información proporcionada por el las partes durante la fase de seguimiento no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de la muerte de Marco Vinicio Almeida Calispa. La CIDH considera que el Estado ha suministrado información limitada y repetitiva sobre el Estado actual de la investigación, sin indicar acciones encaminadas a lograr un resultado. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 107/01
CASO 11.542
ÁNGEL REINIERO VEGA JIMÉNEZ 
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Angel Reiniero Vega Jiménez 

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos
Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº:107/01, publicado el 11 de octubre de 2001
Relatoría vinculada: N/A
Temas: Uso de la fuerza/ Investigación 

Hechos: El 5 de mayo de 1994, agentes de INTERPOL de Loja violaron el domicilio de Angel Vega y sin portar orden de detención ingresaron a la casa rompiendo puertas, sacándolo a golpes de su habitación hasta llevarlo al patio en donde lo agarraron a patadas, acusándolo de traficante de drogas. Según la denuncia, Angel Vega era consumidor de droga, lo cual era conocido por los agentes de INTERPOL quienes lo chantajeaban pidiéndole dinero. Lo llevaron detenido y posteriormente lo llevaron al Hospital Isidro Ayora donde falleció. Según se manifiesta en la denuncia, la autopsia determinó que el fallecimiento se debió probablemente a asfixia por sofocación, y no se descartó el origen tóxico de la muerte. También en la autopsia se indica que el cuerpo presentaba una serie de hematomas, equimosis y excoriaciones, producto de los golpes que recibió.  Fueron testigos de los hechos: César Cruz, Luis Sarango, Luis Romeo, Marta Maita.

Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del derecho a la vida (artículo 4), derecho a la integridad personal (artículo 5), derecho a la libertad personal (artículo 7), garantías judiciales (artículo 8) y derecho a la protección judicial (artículo 25), de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), todo en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) del mismo instrumento, en perjuicio del señor Angel Reiniero Vega. 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 26 de noviembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017 y el 19 de julio y 31 de agosto de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 27 de mayo de 2014, 23 de octubre de 2015 y 27 de agosto de 2018.

3. Los peticionarios proporcionaron información el 3 de diciembre de 2015, 1 de septiembre de 2017 y 8 de noviembre de 2018.

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.    INDEMNIZACIÓN

Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215, de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial Nº 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega a la señora Rosario del Carmen Jiménez Peña, con cédula de ciudadanía número 190009668-4, madre del señor Angel Reiniero Vega Jiménez (fallecido), una indemnización compensatoria por una sola vez, de treinta mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$30,000.00), con cargo al Presupuesto General del Estado. […]
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano, se  compromete al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de funciones estatales o prevalidos del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada. 

La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano.
	Pendiente
	En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que en el 2014, el Director Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado, remitió un informe elaborado por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos del Ecuador mediante el cual informe sobre las “actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la Instrucción Fiscal”

En 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

El 12 de diciembre de 2017, el Estado informó que la apertura de la investigación se realizó el 29 de mayo de 2017, que el caso fue asignado al Agente Fiscal Andrés Cuasapaz y en relación a las actuaciones realizadas, informó que se requirió información al Director del Registro Civil Identificación y Cedulación respecto a la víctima y se requirió información al Hospital Isidro Ayora de Loja.

El 27 de agosto de 2018, el Estado reiteró la información proporcionada con antelación y destacó que la Fiscalía General del Estado indicó que  el al Director del Registro Civil Identificación y Cedulación. 
El 8 de noviembre de 2018, los peticionarios indicaron que el estado ha solicitado información a varias instituciones sin que haya mayores avances en la investigación. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
7. La Comisión considera que la información proporcionada por el las partes durante la fase de seguimiento no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
8. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

9. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de las violaciones de los derechos humanos de Ángel Reiniero Vega Jiménez. La CIDH considera que el Estado ha suministrado información limitada y repetitiva sobre el Estado actual de la investigación, sin indicar acciones encaminadas a lograr un resultado. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A.
Resultados individuales del caso
· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 108/01
CASO 11.574
WILBERTO SAMUEL MANZANO 
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Wilberto Samuel Manzano
Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos
Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 108/01, publicado el 11 de octubre de 2001

Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad

Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario/ Tortura/ Tratos o penas crueles, inhumanos y/o degradantes/ Detención arbitraria o ilegal/ Investigación 

Hechos: El 11 de mayo de 1991, en el Recinto Almorzadero de la Parroquia Rosa Zárate del Cantón Quinidé, Provincia de Esmeraldas, Wilberto Samuel Manzano fue herido por un disparo de arma de fuego cuando se encontraba en una cancha de Volley participando en una Asamblea Popular. Se presume que fueron policías vestidos de civil quienes efectuaron los disparos y lo detuvieron sin presentar orden judicial. Fue llevado al destacamento policial de la Unión y luego conducido al Hospital de Quinidé donde falleció. Según se relata en la denuncia, la autopsia determinó que la muerte fue producida por un paro cardiaco ocasionado por la herida que sufrió en el glúteo. Los familiares y personas que vieron el cadáver constataron la existencia de hematomas en la cabeza y en el tórax por lo que se presume que Wilberto Samuel Manzano fue torturado aun cuando estaba herido. Por otra parte, en el informe policial se hizo aparecer a Wilberto Samuel Manzano como delincuente peligroso y que los policías  portaban una boleta de captura en su contra por sospecha de robo para legalizar y fundamentar el arresto. Sobre los hechos se inició proceso ante el Juzgado 2º de la Primera Corte Distrital de la Policía Nacional. El 22 de mayo de 1995, la Juez 2a de la Primera Corte Distrital de la Policía Nacional dictó sobreseimiento definitivo a favor de los acusados de la muerte de Wilberto Samuel Manzano.  El sobreseimiento fue apelado por la acusación particular el 23 de mayo; sin embargo, la Corte Distrital de Policía con fecha 29 de septiembre de 1995 ratificó el sobreseimiento, situación que puso fin a las acciones jurídicas al alcance de las leyes para sancionar el homicidio de Wilberto Samuel Manzano. Según consideraciones del peticionario y del Fiscal, las resoluciones del Juez de Policía y de la Corte Distrital fueron parcializadas en favor de los policías sindicados.  Se alega que en el proceso no fueron tomados en cuenta los testimonios de los testigos importantes y por el contrario, los jueces trataron de justificar en sus resoluciones la actuación de la policía.
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del derecho a la vida (artículo 4), garantías judiciales (artículo 8) y derecho a la protección judicial (artículo 25), de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), todo en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) del mismo instrumento, en perjuicio del señor Wilberto Samuel Manzano. 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 1 de diciembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017 y el 18 de julio y 10 de septiembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 23 de octubre de 2015 y 7 de septiembre de de 2018.

3. Los peticionarios proporcionaron información el 17 de diciembre de 2014, 3 de diciembre de 2015 y 8 de noviembre de 2018.

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.    INDEMNIZACIÓN

Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215 de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial Nº 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega a la hermana Elsie Hope Monge Yoder, con cédula de ciudadanía número 090509576-6, en representación de las señoras Maria Eloisa Aguiar de Manzano, madre, Teresa Olivia Izurieta Villegas, viuda del señor Wilberto Samuel Manzano Aguiar, mediante poder especial otorgado ante la Notaría Pública Cuarta del Cantón Esmeraldas, una indemnización compensatoria por una sola vez, de treinta mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$30,000.00), con cargo al Presupuesto General del Estado. […]
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano, se  compromete al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de funciones estatales o prevalidos del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada. 
La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano.
	Pendiente
	En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que en el 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

En 2017, el Estado informó que la investigación sobre la muerte se encuentra a cargo del Ab. Oscar Bura, Fiscal No. 2 de la DCVDH y conforme al artículo 584 del Código Orgánico Integral Penal, la investigación se mantiene en reserva, sin perjuicio del derecho de la víctima y de las personas a las cuales se investiga y de sus abogados a tener acceso inmediato, efectivo y suficiente a las investigaciones, cuando lo soliciten.

El 1 de septiembre de 2017, los peticionarios presentaron información ante la Comisión, indicando que, aun cuando  el Estado reconoció la violación de los derechos a la vida, integridad personal, libertad, garantías judiciales y protección judicial, comprometiéndose a sancionar a los responsables, hasta el momento no se había desarrollado ninguna acción dirigida a sancionar penal, civil o administrativamente a los responsables directos del asesinato y que tampoco se han sancionado a los jueces policiales que se arrogaron una competencia que no tenían al juzgar las violaciones a los derechos humanos cometidos en contra de la víctima. 
El 12 de diciembre de 2017, el Estado informó se realizó la apertura de la investigación el 8 de mayo de 2017, que el caso fue asignado al Agente Fiscal Oscar Burga y señaló las actuaciones realizadas, entre las que se encuentran:

· Se solicitó a la Dirección General de Registro Civil copia de la partida de defunción de la víctima.

· Se realizaron gestiones para ubicar a “las víctimas” para tomar declaraciones sin juramento. 

· Se ha recopilado información documental respecto de las hojas de vidas de las personas investigadas. 

· Se requirió las copias del Juicio No. 08254-1991-0121 a la  Secretaría General y la Dirección Provincial de Esmeraldas del Consejo de la Judicatura.

· Se solicitó al Comandante General de la Policía nacional una certificación sobre el listado del personal que prestó servicio entre enero y junio de 1991e n la Unidad o Destacamento policial La Unión. 

· Se requirió al Jefe del Departamento Médico Legal del Laboratorio de Criminalística y Ciencias Forenses de la Policía Judicial de Esmeraldas, que remita una copia certificada del Protocolo de Autopsia realizada a la víctima. 

· Se tiene pensado realizar recopilación de información de testigos, documental, de los presuntos responsables y otras diligencias para la recopilación de distintos indicios que se pueda recabar. 

Dicha información fue reiterada por el Estado el 7 de septiembre de 2018. 
El 8 de noviembre de 2018, los peticionarios informaron que la investigación está abierta en indagación previa, y que se estaría a la espera de que se hagan las diligencias pertinentes a efectos de que se pueda avanzar hacia la etapa de jucio de los responsables. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el las partes durante la fase de seguimiento no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de la muerte de Wilberto Samuel Manzano.  Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 109/01
CASO 11.632
VIDAL SEGURA HURTADO 
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Vidal Segura Hurtado 

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos
Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 109/01, publicado el 11 de octubre de 2001
Relatoría vinculada: N/A
Temas: Uso de la fuerza/ Tortura/ Tratos o penas crueles, inhumanos y/o degradantes/ Detención arbitraria o ilegal/ Investigación 
Hechos: El presente Caso se refiere a la detención sin orden de arresto de Vidal Segura Hurtado el 8 de abril de 1993 por agentes de la Policía Nacional vestidos de civil. La víctima fue sometida a torturas y tratos crueles e inhumanos, luego fue ejecutada y su cadáver encontrado el 8 de mayo de 1993 en la vía perimetral de la ciudad de Guayaquil. El día 8 de abril de 1993 a las 2:00 horas, el policía Ricardo Enríquez y 8 agentes más vestidos de civil y fuertemente armados rompieron la puerta de su domicilio ingresando al mismo sin orden constitucional de allanamiento, en búsqueda de Vidal Segura Hurtado.  Al buscar los policías por todos los cuartos de la casa y no encontrarlo, el policía Rodríguez exclamó: “…dile a ese moreno que se cuide, que le vamos a dar el vire, se salvó, porque si en estos momentos hubiera estado aquí, era hombre muerto, porque íbamos a aplicarle la ley de fuga….”. Ante esta persecución ilegal por parte de los dos policías antes mencionados, según afirma María Hurtado, Vidal Segura Hurtado fue a vivir unos días a la casa de su abuela. Pero la persecución continuó, ya que los dos policías lo buscaban, pues decían que ya habían sido citados por la Abogada Yagual y que se iban a vengar de Vidal Segura Hurtado matándolo. Posteriormente, los policías lograron detener a un amigo de Vidal Segura Hurtado en la Penitenciaría del Litoral para que éste revelara su paradero, como en efecto lo hizo. Seguidamente los policías fueron a sacar a Vidal Segura Hurtado del domicilio donde se encontraba escondido y lo detuvieron, lo golpearon y lo metieron en una camioneta. El policía Ricardo Enríquez le dijo a alguien del barrio que el cadáver de Vidal Segura Hurtado estaba en la morgue de la Policía Nacional. Y según se indicó en la denuncia, el cadáver tenía muestras de haber sido torturado y tenía tres orificios de bala en la cabeza.
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del derecho a la vida (artículo 4), garantías judiciales (artículo 8), derecho a la integridad personal (artículo 5), derecho a la libertad personal (artículo 7) y derecho a la protección judicial (artículo 25), de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), todo en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) del mismo instrumento, en perjuicio del señor Vidal Segura Hurtado. 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 26 de noviembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017 y el 18 de julio y 10 de septiembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 27 de mayo de 2014, 23 de octubre de 2015 y 13 de septiembre de 2018.

3. Los peticionarios proporcionaron información el 5 de diciembre de 2016, 1 de septiembre de 2017 y 8 de noviembre de 2018.

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.    INDEMNIZACIÓN

Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215 de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial Nº 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega a la señora María Almizar Hurtado Villa, con cédula de ciudadanía número 090492558-3, madre del señor Vidal Segura Hurtado (fallecido), una indemnización compensatoria por una sola vez, de treinta mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 30,000.00), con cargo al Presupuesto General del Estado. […]
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano, se  compromete al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de funciones estatales o prevalidos del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada. 
La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano.
	Pendiente
	En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que en el 2014, el Director Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado, remitió un informe elaborado por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos del Ecuador mediante el cual informe sobre las “actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la Instrucción Fiscal”

En 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

El 1 de septiembre de 2017, los peticionarios presentaron información ante la Comisión, indicando que, aun cuando  el Estado reconoció la violación de los derechos a la vida, integridad personal, libertad, garantías judiciales y protección judicial, comprometiéndose a sancionar a los responsables, hasta el momento no se había desarrollado ninguna acción dirigida a sancionar penal, civil o administrativamente a los responsables directos de los hechos, por lo que los mismos continúan en la impunidad.  
En 2017, el Estado indicó que en febrero de 2017 se realizó el impulso fiscal, solicitando información a la Dirección General de Personal de la Policía Nacional. Indicó que como parte de la investigación se habían receptado varias versiones libres y sin juramento de personas que han conocido del caso o que tienen información sobre el mismo.

En el 2018, el Estado informó que en 2013 el caso fue asignado a la Agente Fiscal Paola Gallardo, indicó las actuaciones realizadas desde el 2010:
· En 2010 se recibió información por parte de la Dirección General de Personal de la Policía Nacional.

· En 2011 se recibió de versiones, diligencia de reconocimiento del lugar de los hechos, pedidos de información a la Policía Nacional, Departamento de Medicina Legal del Guayas.

· 2013 recepción de versiones, pedidos de información a la Dirección General de Personal de la Policía Nacional, a la Comisaría de la Policía Nacional del Guayas y al Departamento de Medicina Legal de la Policía Judicial del Guayas; búsqueda de información documental del caso en el Archivo Nacional, encontrando información documental del caso.

· 2014 se agregó al expediente nueva documentación relativa al caso encontrada en archivo digitales y físicos

· 2016 se solicitó información al Ministerio del Interior, Departamento de Medicina Legal de la Policía Nacional del Guayas (Zona 8), e Instituto de Seguridad Social de la Policía Nacional remitan información. 

· 2017, impulso Fiscal solicitando información del Ministerio de Interior, Dirección General de Personal de la Policía Nacional, Comandancia General de la Policía Nacional, Servicio de Rentas Internas, al Archivo de la Función de Guayas al Ministerio de Justicia Derechos Humanos y Cultos, a la Inspectoría General de la Policía Nacional, al Registro Civil de Identificación y Cedulación, a la Dirección Nacional de Investigaciones de la Fiscalía General del Estado, y se receptan versiones libres y sin juramento, en las que se incluyeron a los posibles perpetradores. 

En su escrito de 13 de septiembre de 2013, el Estado indicó que el 18 de abril la doctora Silvia Juma Gudiño se avocó el conocimiento de la investigación y se procedió con la ampliación de la versión a la madre de la víctima y se verificaron datos. 

El 8 de noviembre de 2018, los peticionarios informaron que la indagación previa inicio en el 2010, por lo que han transcurrido 8 años son que se haya procedido a la etapa de juicio y a la sanción de los responsables. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el las partes durante la fase de seguimiento no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de las torturas y la muerte de Vidal Segura Hurtado.  La CIDH reitera que el Estado ha suministrado información limitada y repetitiva sobre el Estado actual de la investigación, sin indicar acciones encaminadas a lograr un resultado. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº. 110/01
CASO 12.007
POMPEYO CARLOS ANDRADE BENÍTEZ 
(ECUADOR)
I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Pompeyo Carlos Andrade Benítez
Peticionario (s): Norma García de Andrade, José Leonardo Obando Laaz, Pompeyo Carlos Andrade Benítez
Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 110/01, publicado el 11 de octubre de 2001
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad

Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario/ Tortura/ Tratos o penas crueles, inhumanos y/o degradantes/ Detención arbitraria o ilegal/ Investigación 

Hechos: El Caso versa sobre la detención sin orden de arresto de Pompeyo Carlos Andrade Benítez el 18 de septiembre de 1996.  Luego de diez meses de detención se revocó el auto de prisión preventiva y luego se dictó auto de sobreseimiento, sin embargo la víctima permaneció detenida. Según la denuncia, el 18 de septiembre de 1996 el señor Pompeyo Carlos Andrade Benítez fue ilegalmente privado de su libertad, siendo detenido sin boleta constitucional de detención y permaneciendo incomunicado por una semana.  La detención se realizó bajo pretexto de investigaciones por parte de la INTERPOL del Guayas, a solicitud de una Asistencia Judicial remitida por el Ministerio Público, Fiscalía Especializada en Delitos Relacionados con Drogas de Panamá, República de Panamá, solicitud hecha con fundamento en el artículo 7 de la Convención de Viena de 1988. Afirma el peticionario, que durante su detención no se le permitió al señor Andrade, la asistencia de un abogado ni la presencia de sus familiares, siendo encerrado en un cuarto pequeño con música a todo volumen día y noche. Luego de 5 días en esta situación de tortura psicológica y se le mantuvo incomunicado, se le tomó declaración extra-procesal sin la presencia de un abogado. El proceso penal estuvo plagado de irregularidades, y después de 10 meses de estar detenido, la Juez 3ero de lo Penal del Guayas, mediante resolución del 22 de julio de 1997, revocó el auto de prisión preventiva girado en contra del señor Andrade. El 5 de septiembre de 1997, la Fiscalía emitió dictamen en el cual ratifica su inhibición de acusar al señor Andrade y posteriormente, la misma Juez Grace Campoverde, quien dictara aquella resolución de detención ilegal y arbitraria, el 13 de octubre de 1997, dictó auto de sobreseimiento provisional a su favor.  Sin embargo, pese a dicha resolución, el señor Andrade continuó en prisión.
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación del derecho a la integridad personal (artículo 5), derecho a la libertad personal (artículo 7), garantías judiciales (artículo 8) y derecho a la protección judicial (artículo 25), de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), todo en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) del mismo instrumento, en perjuicio del señor Pompeyo Carlos Andrade Benítez. 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017 y el 18 de julio y 10 de septiembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días 23 de octubre de 2015 y 13 de septiembre de 2018.

3. Los peticionarios proporcionaron información el 3 de diciembre de 2015, 5 de diciembre de 2016, 7 de septiembre de 2017 y el 16 de julio de 2018.

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.    INDEMNIZACIÓN

Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215, de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial Nº 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega al señor Pompeyo Carlos Andrade Benítez, una indemnización compensatoria por una sola vez, de veinte mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US$ 20,000.00), con cargo al Presupuesto General del Estado.. […].
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano, se  compromete al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de funciones estatales o prevalidos del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada. 
La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano. 
	Pendiente
	En 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

En el 2018, el estado indicó que en octubre de 2017 se inició la investigación; se realizaron varios pedidos de información, se tomaron las versiones de los supuestos responsables y se encontró a la víctima del caso. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente. 


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el las partes durante la fase de seguimiento no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de las violaciones de derechos humanos en perjuicio de Pompeyo Carlos Andrade Benítez.  Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 63/03
CASO 11.515
BOLÍVAR FRANCO CAMACHO ARBOLEDA 
(Ecuador)

J. RESUMEN DEL CASO 

	Víctima (s): Bolívar Franco Camacho Arboleda

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos 

Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 63/03, publicado el 10 de octubre de 2003

Informe de Admisibilidad Nº: 13/97, publicado el 12 de marzo de 1997

Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad

Temas: Personas privadas de la Libertad/ Centros de detención/ Condiciones de detención/ Comisarías/ Cuidado y Custodia/ Investigación/ Sistema Penitenciario 

Hechos: El caso se refiere a la duración de la detención preventiva de Bolívar Franco Camacho Arboleda. El peticionario alegó que el día 7 de octubre de 1989 el señor Bolívar Camacho Arboleda, de 25 años de edad y de nacionalidad ecuatoriana, fue detenido aproximadamente a las 16:00 horas por agentes de la INTERPOL de Santo Domingo de los Colorados.  El señor Bolívar Camacho fue acusado de posesión ilícita de cocaína (un total de 6 gramos), y fue puesto a las órdenes del Juzgado Sexto de lo Penal de Pichincha, ubicado en Santo Domingo de los Colorados. Reclama que la indemnización por el daño causado al habérsele privado arbitrariamente de su libertad durante más de cinco años (63 meses).  Afirma que no existe en la legislación interna ninguna norma que le permita realizar su reclamo de indemnización.

Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para entender el presente caso y que la petición era admisible conforme a los artículos 7 (derecho a la libertad personal), 8 (garantías judiciales) y 25 (derecho a la protección judicial), en concordancia con el artículo 1(1) y 2 de la Convención Americana, notificar el informe a las partes, ordenar su publicación e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.


VII. ACTIVIDAD PROCESAL
8. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 8 de octubre de 2013, 1 de diciembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017  y 7 de octubre de 2018.
9. El Estado proporcionó información los días 3 de julio de 2014, 23 de octubre de 2015 y 31 de marzo de 2017 y 15 de octubre de 2018. 
10. Los peticionarios proporcionaron información el 21 de noviembre de 2013 y 17 de diciembre de 2014. El 3 de diciembre de 2015 y 5 de diciembre de 2016 solicitaron el cese de la supervisión de la implementación del acuerdo y el archivo del caso. 

VIII. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.    INDEMNIZACIÓN

Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215, de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial No. 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega al señor Cliter Celso Arboleda, con cédula de ciudadanía número 110207616-1, en representación del señor Bolívar Franco Camacho Arboleda, mediante poder especial otorgado ante la Notaría Pública Quinta del Cantón Loja, una indemnización compensatoria por una sola vez, de treinta mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica ($US 30,000.00), con cargo al Presupuesto General del Estado. […]
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano, se compromete, en la medida de sus posibilidades, al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de las sanciones administrativas   de   las   personas  que  en  cumplimiento de funciones estatales o prevalidos del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada.

La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas. De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano.
	Incumplido
Archivo del Caso 2018
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en 2014, el Director Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado, remitió un informe elaborado por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos del Ecuador mediante el cual informe sobre las “actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la Instrucción Fiscal”
En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en 2015, el peticionario informó que dado el trascurso del tiempo transcurrido desde 1995 al presente, las acciones para perseguir a los responsables se encuentran prescritas. Por lo anterior, el peticionario solicitó el cese y archivo de las actuaciones de seguimiento del acuerdo de solución amistosa.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en 2017, el Estado solicitó se declarase el cierre del caso y el cese del seguimiento del presente caso, en virtud de lo requerido por los peticionarios en fecha 3 de diciembre de 2015.

Incumplimiento: aquella recomendación/ o cláusula de ASA en la que por la conducta del Estado resultó imposible su cumplimiento o que el Estado explícitamente ha indicado que no cumplirá con la medida. 

Al respecto, la Comisión analizó la solicitud de la parte peticionaria en el 2018, y decidió de conformidad con el artículo 42 y 48 de su Reglamento cesar el seguimiento del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa y cerrar el asunto dejando constancia en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, de que la cláusula referente a la medida de justicia se encuentra incumplida y el nivel de cumplimiento del acuerdo es parcial. 

En consecuencia, la CIDH considera que el Estado incumplió la medida de justicia consagrada en el acuerdo de solución amistosa.


IX. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
11. La Comisión considera que la información proporcionada por el las partes durante la fase de seguimiento no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

X. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
12. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

13. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de la detención y tortura contra las víctimas de este caso. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión valoró la solicitud de la parte peticionaria de 3 de diciembre de 2015, en la cual solicitaron el cese de la supervisión del acuerdo y el archivo del caso dado la prescripción de la acción penal y la perdida de contacto con las victimas del caso. Tomando en consideración que el presente caso no se refiere a graves violaciones de derechos humanos que serían imprescriptibles de acuerdo a la jurisprudencia constante de la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Comisión decide en esta oportunidad dejar constancia de que la medida de justicia fue incumplida por el Estado ecuatoriano y que el nivel de cumplimiento del acuerdo es parcial.

14. En consecuencia a lo anteriormente indicado, la Comisión decidió cesar la supervisión del acuerdo de solución amistosa suscrito y cerrar el caso. 

XI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
B. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 64/03
CASO 12.188
JOFFRE JOSÉ VALENCIA MERO, PRISCILA FIERRO, ZOREIDA VALENCIA SÁNCHEZ, ROCÍO VALENCIA SÁNCHEZ (Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Joffre José Valencia Mero, Priscila Fierro, Zoreida Valencia Sánchez, Rocío Valencia Sánchez

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos 

Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 64/03, publicado el 10 de octubre de 2003
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad/ Mujeres

Temas: Personas privadas de la Libertad/ Centros de detención/ Derecho de las mujeres / Derecho a la integridad personal/ Condiciones de detención/ Comisarías/ Cuidado y Custodia/ Investigación/ Sistema Penitenciario/ Garantías judiciales/  Derecho a la honra y la dignidad/ Derecho a igual protección de la ley/ Derecho a la protección judicial
Hechos: La CIDH recibió una petición el día 19 de mayo de 1993, mediante la cual los peticionarios alegaron que  día 19 de mayo de 1993, el señor Joffre José Valencia Mero y sus hijas Ivonne Rocío Valencia Sánchez y Priscila Zobeida Valencia Sánchez fueron detenidos en Guayaquil a las 15:00 h. por  policías  en la casa de Rosendo Torres, esposo de otra hija del señor Valencia.  Los policías ingresaron en forma violenta y fuertemente armados en busca de Rosendo Torres, sin orden de allanamiento o boleta de detención. Les acusaron de ser traficantes de drogas y los trasladaron al Cuartel Modelo donde permanecieron incomunicados por 12 días; durante este lapso fueron objeto de agresiones verbales y físicas, tuvieron que dormir en el suelo y muchas veces parados, recibieron amenazas de muerte si no se declaraban culpables del delito de narcotráfico.  Los primeros días permanecieron con los ojos vendados sin comer ni bañarse.  El 1o de junio de 1993 ingresó el señor Valencia al Centro de Rehabilitación Social de Varones de Quito y sus hijas ingresaron a la cárcel de Mujeres de Quito.
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación de los artículos 5 (derecho al derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 8 (garantías judiciales), 11 (derecho a la honra y la dignidad) y 25 (protección judicial), en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) en perjuicio del señor Joffre José Valencia Mero y sus hijas Ivonne Rocío Valencia Sánchez y Priscila Zobeida Valencia Sánchez


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 8 de octubre de 2013, 1 de diciembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017 y 1 de agosto de 2018.
2. El Estado proporcionó información los días 23 de octubre de 2015.
3. Los peticionarios proporcionaron información el 19 de noviembre de 2013, 17 de diciembre de 2014. El 3 de diciembre de 2015 y 5 de diciembre de 2016 solicitaron el cese de la supervisión de la implementación del acuerdo y el archivo del caso. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.    INDEMNIZACIÓN

Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215, de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial No. 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega al señor Joffre José Valencia Mero, con cédula de ciudadanía número 120027574-9 [entrega a la señorita Ivonne Rocío Valencia Sánchez], con cédula de ciudadanía número 091197036-6] [entrega a la señorita Priscila Zobeida Valencia Sánchez, con cédula de ciudadanía número 091492945-0], una indemnización compensatoria por una sola vez, de veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US $25,000.00), con cargo al Presupuesto General del Estado.. […]
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano, se compromete, en la medida de sus posibilidades, al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de las sanciones administrativas de las personas que  en cumplimiento de funciones estatales o prevalidos del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada.
 La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano.
	Incumplido
Archivo del Caso 2018
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que los peticionarios informaron el 19 de noviembre de 2013 que el Estado no había iniciado acciones civiles, penales o administrativas para sancionar a los policías, jueces y fiscales responsables de los hechos alegados.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 17 de diciembre de 2014, los peticionarios reiteraron lo ya mencionado en su comunicación anterior. El Estado por su parte, no respondió ninguna de las solicitudes de información hechas por la CIDH.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 3 de diciembre de 2015, el peticionario informó que dado el trascurso del tiempo transcurrido desde 1993 al presente, las acciones para perseguir a los responsables se encuentran prescritas. Por lo anterior, el peticionario solicitó el cese y archivo de las actuaciones de seguimiento del acuerdo de solución amistosa. 

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 5 de diciembre de 2016, el peticionario reiteró lo indicado en su escrito de 3 de diciembre de 2015.

Incumplimiento: aquella recomendación/ o cláusula de ASA en la que por la conducta del Estado resultó imposible su cumplimiento o que el Estado explícitamente ha indicado que no cumplirá con la medida. 

Al respecto, la Comisión analizó la solicitud de la parte peticionaria en el 2018, y decidió de conformidad con el artículo 42 y 48 de su Reglamento cesar el seguimiento del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa y cerrar el asunto dejando constancia en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, de que la cláusula referente a la medida de justicia se encuentra incumplida y el nivel de cumplimiento del acuerdo es parcial. 

En consecuencia, la CIDH considera que el Estado no cumplió con la medida de justicia consagrada en el acuerdo de solución amistosa y por lo tanto la misma se encuentra pendiente de cumplimiento. 

En consecuencia, la CIDH considera que el Estado incumplió la medida de justicia consagrada en el acuerdo de solución amistosa. 


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el las partes durante la fase de seguimiento no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de la detención y tortura contra las víctimas de este caso. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión valoró la solicitud de la parte peticionaria de 3 de diciembre de 2015, en la cual solicitaron el cese de la supervisión del acuerdo y el archivo del caso dado la prescripción de la acción penal y la perdida de contacto con las victimas del caso. Tomando en consideración que el presente caso no se refiere a graves violaciones de derechos humanos que serían imprescriptibles de acuerdo a la jurisprudencia constante de la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Comisión decide en esta oportunidad dejar constancia de que la medida de justicia fue incumplida por el Estado ecuatoriano y que el nivel de cumplimiento del acuerdo es parcial.

7. En consecuencia a lo anteriormente indicado, la Comisión decidió cesar la supervisión del acuerdo de solución amistosa suscrito y cerrar el caso. 

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso:

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 65/03
CASO 12.394
JOAQUÍN HERNÁNDEZ ALVARADO, MARLON LOOR ARGOTE Y HUGO LARA PINOS
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Joaquín Hernández Alvarado, Marlon Loor Argote y Hugo Lara Pinos
Peticionario (s): Joaquín Hernández Alvarado, Marlon Loor Argote y Hugo Lara Pinos
Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 65/03, publicado el 10 de octubre de 2003

Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad

Temas: Integridad personal/ Garantías judiciales/ Protección judicial/ Investigación
Hechos: El 7 de mayo de 2001, la Comisión recibió una petición mediante la cual el peticionario alega que el 22 de mayo 1999 los señores Hernández Alvarado, Loor Argote y Lara Pinos fueron víctimas de un ataque por parte de miembros de la Policía Nacional, y se queja de la demora de los tribunales ecuatorianos en perseguir y sancionar a los culpables de estos ataques.  El Estado alegó la falta de agotamiento de los recursos internos.

Derechos alegados: La parte peticionaria alegó la responsabilidad del Estado por la violación de los derechos consagrados en los artículos 5 (integridad física), 8 (garantías judiciales), y 25 (protección judicial); todos ellos en relación con el artículo 1(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de los señores doctor Joaquín Hernández Alvarado, Marlon Loor Argote y Hugo Lara Pinos contra la República del Ecuador. 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes el 8 de octubre de 2013, el 1 de diciembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016,  29 de agosto de 2017 y 18 de julio de 2018. 
2. El Estado proporcionó información el 23 de octubre de 2015 y  7 de septiembre de 2018. 
3. Los peticionarios no han presentado información actualizada desde la homologación del acuerdo de solución amistosa. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA 
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.    INDEMNIZACIÓN

Con estos antecedentes, el Estado Ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado Ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215, de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial No. 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega al señor Joaquín Hernández Alvarado, con cédula de ciudadanía número 1703265866  [al señor Marlon Iván Loor Argote, con cédula de ciudadanía número 090766661-4], [al señor Hugo Jhoe Lara Pinos, con cédula de ciudadanía número 020161760-2] una indemnización compensatoria por una sola vez, de cien mil [trescientos mil] [cincuenta mil] dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US $100,000.00) (US $300,000.00) (US $50,00.00), con cargo al Presupuesto General del Estado. […]
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado Ecuatoriano, se compromete, en la medida de sus posibilidades, al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de las sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de funciones estatales o prevalidos del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada.
La Procuraduría General del Estado se compromete a excitar tanto a la Ministra Fiscal General del Estado, organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados competentes para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado Ecuatoriano.
	Pendiente
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 23 de octubre de 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

El 7 de septiembre de 2018, el Estado informó que la Fiscalía General del Estado ha realizado varias acciones a fin de procesar a las personas que tuvieron participación en las violaciones alegadas. Mediante Oficio No. FGE-GCVDH-2018-004357-0 del 17 de agosto de 2018, la Fiscalía informó sobre las siguientes acciones:

· El 12 de octubre de 2017, inició la investigación y se obtuvieron los documentos que comprueban la calidad de sujetos calificados de los supuestos responsables. 
· Se ubicaron los domicilios de los supuestos responsables y testigos.
· Se recopiló información sobre los procesos judiciales realizados en la época en que sucedieron los hechos.
· Se receptaron versiones de víctimas y se han mantenido reuniones en las que se les ha informado a las víctimas sobre los avances en la investigación. 

· Se designó una persona para que continúe con la investigación.

La parte peticionaria no presentó información sobre el cumplimiento del acuerdo. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

5. Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información suficiente para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.
V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. Comisión observa con preocupación que  no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa desde su homologación. 

7. Por todo lo anterior, la CIDH insta a las partes a conformar una mesa de trabajo para crear una hoja de ruta hacia la implementación de las medidas pendientes de cumplimiento, y a mantener informada a la Comisión de los avances que se presenten, de manera que pueda valorar el cumplimiento de su decisión.
8. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de las violaciones de derechos humanos en perjuicio de las víctimas de este caso.  Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 44/06
CASO 12.205
JOSÉ RENÉ CASTRO GALARZA
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): José René Castro Galarza

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos
Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 44/06, publicado el 15 de marzo de 2006
Relatoría vinculada: Unidad de Memoria, Verdad y Justicia
Temas: Libertad personal/ Garantías judiciales/ Protección judicial/ Investigación

Hechos: El presente Caso versa sobre la duración de la detención preventiva de José René Castro Galarza en procesos sobre tráfico de drogas, testaferrismo y enriquecimiento ilícito. La víctima fue privada de la libertad sin orden de arresto el 26 de junio de 1992. La víctima fue incomunicada por 34 días.  El 22 de noviembre de 1996 la víctima fue sobreseída en la causa por enriquecimiento ilícito, el 23 de marzo de 1998 fue sobreseída en la causa por testaferrismo y se le impuso sentencia de ocho años de prisión por tráfico de drogas, la cual fue reducida a seis años el 15 de septiembre de 1997.  La víctima fue mantenida en prisión a pesar de haber cumplido los seis años de detención y salió en libertad el 16 de junio de 1998. 
Derechos alegados: La parte peticionaria alegó la responsabilidad del Estado por la violación de los derechos consagrados en los artículos 7 (derecho a la libertad personal), 8 (garantías judiciales), y 25 (protección judicial); todos ellos en relación con el artículo 1(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de José René Castro Galarza


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes el 8 de octubre de 2013, 1 de diciembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, el 29 de agosto de 2017 y 18 de julio de 2018.

2. El Estado proporcionó información el 23 de octubre de 2015 y 27 de agosto de 2018.   

3. Los peticionarios proporcionaron información el 19 de noviembre de 2013, 17 de diciembre de 2014, 17 de diciembre de 2014, 3 de diciembre de 2015, 5 de diciembre de 2016, 1 de septiembre de 2017,  16 de julio de 2018 y 5 de noviembre de 2018. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA 
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.    INDEMNIZACIÓN

Con estos antecedentes, el Estado ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, como único representante judicial del Estado ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215, de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial No. 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega al señor José René Castro Galarza una indemnización compensatoria, por la cantidad de ochenta mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica ( US 80.000,00), con cargo al Presupuesto General del Estado, por una sola vez. […]
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado ecuatoriano realizará sus mejores esfuerzos para el enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de funciones estatales o prevalidas del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada.
La Procuraduría General del Estado entregará al Ministerio Público, toda la documentación necesaria a fin de que se inicien las investigaciones tendientes a sancionar a los responsables que resulten de dicha violación.  De igual manera solicitará tanto a los organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado ecuatoriano.
	Pendiente
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en 2013, los peticionarios señalaron que la medida cautelar de prohibición de enajenar los bienes de la víctima fue emitida en 1992, y que han transcurrido 20 años sin que la víctima pueda gozar de su propiedad lo cual sería un incumplimiento del acuerdo de solución amistosa y una violación a su derecho de propiedad basada en una arbitrariedad de los agentes estatales. Por ello, solicitó a la CIDH que inste al Estado a cesar las violaciones en contra de la víctima y proceda a levantar las medidas cautelares referidas.  

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en 1 de septiembre de 2017, los peticionarios presentaron información a la CIDH indicando que, resulta preocupante que han transcurrido más de 24 años desde la fecha en que los jueces dispusieron como medida cautelar la prohibición de enajenar una propiedad en la Ciudad de Quito, propiedad que fue adquirida mediante una hipoteca contraída con el Seguro Social. Señalaron que es evidente que privarle de disponer libremente de sus bienes, es un daño que causa injustamente y constituye una violación al derecho a la propiedad; reiteraron que a pesar del tiempo transcurrido desde que ocurrieron los hechos y desde la firma del acuerdo de solución amistosa, el Estado a la fecha no ha levantado la prohibición de enajenar sus bienes y tampoco ha sancionado a los responsables de los hechos denunciados. 

El 16 de julio de 2018, la parte peticionaria informó que el Estado no ha avanzado en su obligación de sancionar a los responsables. Adicionalmente, reiteró su solicitud de que el Estado levante las medidas cautelares reales que pesan sobre la propiedad de la víctima.
El 27 de agosto de 2018 el Estado informó que la Dirección de la Comisión de la Verdad y Derechos Humanos de la Fiscalía General del Estado indicó que el 23 de junio de 2017 se asignó el caso al Dr. Andrés Jorge Cuasapaz Arcos, Agente fiscal del Despacho No. 6, quien el 31 de julio de 2017 resolvió dar inicio a la fase de investigación del caso. Adicionalmente, señaló las actuaciones realizadas:

1. Ofició a la Dirección Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado a fin de hacerle conocer del inicio de la investigación previa y solicitar el acceso al expediente del caso.

2. Ofició a la Dirección Ejecutiva de la Comisión Ecuménica de Derechos Humanos copias certificadas del expediente.

3. Requirió a la fiscalía Provincial de Pichincha que certifique si existe alguna denuncia o investigación iniciada en torno al asunto en referencia.

4. Requirió a la Dirección de Investigaciones de la Fiscalía General del Estado proporcionara datos para ubicar a la víctima. 

Adicionalmente, la Comisión de la Verdad y Derechos Humanos de la Fiscalía General del Estado informó que desde noviembre de 2017 han logrado identificar 6 casos que fueron unificados en una misma investigación donde se observa la interrelación y participación de miembros de la Fuerza Pública, que participaron en un mismo operativo donde habrían detenido a otras treinta personas, incluido el sr. José Castro.

Finalmente indicó que como resultado de las labores de investigación ha logrado obtener información sobre la lista de oficiales que participaron en el operativo, lista de detenidos, documentos con firmas de responsabilidad, fechas y lugares de detención, informe policial del operativo, boletas de encarcelación, informes internos, hojas de vida de oficiales y recortes de prensa relativos al caso.  

El 5 de noviembre de 2018, la parte peticionaria indicó que no existen avances en las investigaciones, debido a que todo lo informado por el Estado el 27 de agosto de 2018 consta en los expedientes desde 1992. Sin que a la fecha haya iniciado el proceso penal para sancionar a los policías, jueces y fiscales por las violaciones de los derechos del señor Castro Galarza. Finalmente, reiteró su solicitud de que el Estado levante las medidas cautelares reales que pesan sobre la propiedad de la víctima.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información. Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

5. Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO
6. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa desde la homologación del acuerdo de solución amistosa, e insta a las partes a trabajar conjuntamente en la definición de fórmulas que permitan medir e impulsar el cumplimiento total del acuerdo de solución amistosa. 
7. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de las violaciones de derechos humanos en perjuicio de la víctima en el presente caso. La CIDH considera que el Estado ha suministrado información limitada y repetitiva sobre el Estado actual de la investigación, sin indicar acciones encaminadas a lograr un resultado. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.

VI.
RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 45/06
CASO 12.207
LIZANDRO RAMIRO MONTERO MASACHE 
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Lizandro Ramiro Montero Masache

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos
Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 45/06, publicado el 15 de marzo de 2006
Relatoría vinculada: Personas Privadas de la Libertad
Temas: Personas privadas de la Libertad/ Investigación/ Derecho a la integridad personal/ Libertad personal/ Garantías judiciales/ Igualdad ante la ley/ Protección judicial
Hechos: El caso se refiere a los hechos sucedidos el día 19 de junio de 1992, cuando el señor Lizandro Ramiro Montero Masache fue detenido, sin contar con orden de aprehensión emitida por autoridad competente, para ser luego trasladado a los calabozos del que actualmente es el Regimiento Quito No. 2, lugar en que permaneció incomunicado hasta el 23 de julio del mismo año.  Al avocar conocimiento de los hechos, el Presidente de la Corte Superior en base del informe policial habría dictado tres autos cabezas de proceso en contra del señor Montero Masache por los delitos de testaferrismo (18 de noviembre de 1992) en el que, se lo sindica con orden de prisión, de enriquecimiento ilícito (30 de noviembre de 1992), y por conversión de bienes (30 de noviembre de 1992).   Posteriormente, durante los años 1998 y 1999, el señor Montero Masache fue sobreseído definitivamente en los tres juicios.

Derechos alegados: El peticionario alegó la violación de los artículos artículo 5 (derecho a la integridad  personal), 7 (libertad personal), 8 (garantías judiciales), 24 (igualdad ante la ley), y 25 (protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDHsolicitó información actualizada a las partes los días 8 de octubre de 2013, 1 de diciembre de 2014, 25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017 y 1 de agosto de 2018.
2. El Estado proporcionó información los días 3 de julio de 2014, 23 de octubre de 2015 y 31 de marzo de 2017 y 1 de octubre de 2018. 
3. Los peticionarios proporcionaron información el 17 de diciembre de 2014,  1 de septiembre de 2017 y 16 de julio de 2018. El 3 de diciembre de 2015 y 5 de diciembre de 2016 solicitaron el cese de la supervisión de la implementación del acuerdo y el archivo del caso.  

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA 
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.    INDEMNIZACIÓN

Con estos antecedentes, el Estado ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215, de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial No. 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega al señor Lizandro Ramiro Montero Masache una indemnización compensatoria por la cantidad de sesenta mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US 60.000,oo), con cargo al Presupuesto General del Estado, por una sola vez. […]
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado ecuatoriano realizará sus mejores esfuerzos para el enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de las sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de funciones estatales o prevalidas del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada. 
La Procuraduría General del Estado entregará al Ministerio Público toda la documentación necesaria a fin de que se inicien las investigaciones tendientes a sancionar a los responsables que resulten de dicha violación.  De igual manera, solicitará tanto a los organismos competentes de la Función Judicial como a los organismos públicos o privados para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado ecuatoriano. 
	Incumplido
Archivo del Caso 2018
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 17 de diciembre de 2014, los peticionarios reiteraron lo ya mencionado en su comunicación anterior. Por su parte, el Estado no respondió a ninguna de las solicitudes de información. 

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 23 de octubre de 2015, el Estado indicó en relación a este y otros asuntos, que a través de los oficios No. MJDHC-SDHC-DDH-2015-0017-O del 10 de febrero de 2015; No. MJDHC-SDHC-2015-0094-O de 29 de abril de 2015 y No. MJDHC-SDHC-2015-0253-O del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión. Según lo informado por el Estado, la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, se encontraría realizando un proceso de sistematización, consolidación y actualización de lo requerido.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 3 de diciembre de 2015, el peticionario informó que dado el trascurso del tiempo transcurrido desde 1992 al presente, las acciones para perseguir a los responsables se encuentran prescritas. Por lo anterior, el peticionario solicitó el cese y archivo de las actuaciones de seguimiento del acuerdo de solución amistosa. 

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 7 de noviembre de 2016, el Estado reiteró que la investigación por los hechos acaecidos el 11 de noviembre de 1988 se encuentra en curso en la Fiscalía 46 Especializada. Al respecto, precisó que se han vinculado a 22 personas, de las cuales 7 son miembros de la fuerza pública, 14 son civiles y un aforado; y se han proferido un total de 11 fallos condenatorios, incluyendo aquel en contra del ex congresista César Pérez García, emitida el 14 de marzo de 2011 por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia.

El 5 de diciembre de 2016, el peticionario reiteró lo indicado en su escrito de 3 de diciembre de 2015.
En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 1 de septiembre de 2017, los peticionarios presentaron información ante la CIDH, indicando que en el acuerdo de solución amistosa, a pesar de que el Estado reconoció la violación de los derechos a la libertad, garantías judiciales y protección judicial, en perjuicio de la víctima y se comprometió a iniciar las acciones civiles y penales y si correspondía, las administrativas a las que hubiere lugar, a la fecha no ha cumplido con dichos compromisos. 

Incumplimiento: aquella recomendación/ o cláusula de ASA en la que por la conducta del Estado resultó imposible su cumplimiento o que el Estado explícitamente ha indicado que no cumplirá con la medida. 

Al respecto, la Comisión analizó la solicitud de la parte peticionaria en el 2018, y decidió de conformidad con el artículo 42 y 48 de su Reglamento cesar el seguimiento del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa y cerrar el asunto dejando constancia en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, de que la cláusula referente a la medida de justicia se encuentra incumplida y el nivel de cumplimiento del acuerdo es parcial. 

En consecuencia, la CIDH considera que el Estado incumplió la medida de justicia consagrada en el acuerdo de solución amistosa.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el las partes durante la fase de seguimiento no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. 

6. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de la detención y tortura contra las víctimas de este caso. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión valoró la solicitud de la parte peticionaria de 3 de diciembre de 2015, en la cual solicitaron el cese de la supervisión del acuerdo y el archivo del caso dado la prescripción de la acción penal y la perdida de contacto con las victimas del caso. Tomando en consideración que el presente caso no se refiere a graves violaciones de derechos humanos que serían imprescriptibles de acuerdo a la jurisprudencia constante de la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Comisión decide en esta oportunidad dejar constancia de que la medida de justicia fue incumplida por el Estado ecuatoriano y que el nivel de cumplimiento del acuerdo es parcial.

7. En consecuencia a lo anteriormente indicado, la Comisión decidió archivar este cesar la supervisión del acuerdo de solución amistosa suscrito y cerrar el caso. 

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 46/06
CASO 12.238
MYRIAM LARREA PINTADO 
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Myriam Larrea Pintado

Peticionario (s): Ahorristas Estafados en Acción, Miriam Larrea Pintado

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 46/06 publicado el 15 de marzo de 2006

Informe de Admisibilidad Nº: 8/05 publicado el 23 de febrero de 2005
Relatoría vinculada: Personas Privadas de la Libertad/ Mujeres
Temas: Derechos de la Mujer/ Personas privadas de la Libertad/ Investigación/ Derecho a la integridad personal/ Libertad personal/ Garantías judiciales/ Protección judicial
Hechos: La CIDH recibió una petición el día 7 de diciembre de 1998, mediante la cual los peticionarios alegaron que la señora Miriam Larrea Pintado fue mantenida en prisión preventiva durante un año, cinco meses y 25 días, entre el 11 de noviembre de 1992 y el 6 de mayo de 1994.  Fue arrestada en virtud de una orden de prisión preventiva dictada contra ella por el Juez Cuarto de lo Penal de Pichincha el 11 de noviembre de 1992.  En esa fecha dicho juez imputó formalmente a la Sra. Larrea Pintado el delito de transferencia fraudulenta de bienes.  Estando en curso el proceso penal la peticionaria presentó un recurso de habeas corpus ante la Corte Suprema de Justicia, y el 6 de mayo de 1994 el Presidente de dicho cuerpo decretó su libertad.  El juicio penal seguido contra la Sra. Larrea Pintado por el delito referido se inició el 16 de agosto de 1993 y concluyó el 31 de octubre de 1994, con sentencia absolutoria.  La absolución fue confirmada por la Tercera Sala de la Corte Superior de Quito el 20 de marzo de 1996, y nuevamente confirmada por la Segunda Sala de la Corte Suprema el 4 de febrero de 1997
Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para entender el presente caso y que la petición era admisible conforme a los artículos 8 (garantías judiciales) y 25 (derecho a la protección judicial), en concordancia con el artículo 1(1) y 2 de la Convención Americana, notificar el informe a las partes, ordenar su publicación e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes el 8 de octubre de 2013, el 1 de diciembre de 2014, 5 de octubre de 2015, 7 de octubre de 2016, 29 de agosto de 2017 y 18 de julio de 2018.
2. El Estado proporcionó información el 23 de octubre de 2015.
3. La parte peticionaria proporcionó información el 26 de octubre de 2011 y 8 de febrero de 2013.
III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.        INDEMNIZACION
 El Estado ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, éste como único representante judicial del Estado ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215, de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial No. 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega a la señora Myrian [sic] Genoveva Larrea Pintado una indemnización compensatoria por una sola vez de doscientos setenta y cinco mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US 275.000,oo), con cargo al Presupuesto General del Estado. 
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado ecuatoriano iniciará las acciones necesarias tendientes al enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de las sanciones administrativas de las personas que, en cumplimiento de funciones estatales o prevalidas del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada.

La Procuraduría General del Estado entregará al Ministerio Público toda la documentación necesaria a fin de que se inicien las investigaciones tendientes a sancionar a los responsables que resulten de dicha violación.  De igual manera, solicitará tanto a los organismos competentes de la Función Judicial como a los organismos públicos o privados para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado ecuatoriano.
	Pendiente
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 8 de febrero de 2013, los peticionarios reiteraron que el Estado no ha iniciado acción judicial alguna tendiente a la investigación, enjuiciamiento y sanción de los responsables de las violaciones cometidas en contra de la víctima, y  señalaron que sólo se cumplió con el punto de la indemnización económica.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 5 de octubre de 2015, el Estado informó que a través de los oficios del 10 de febrero de 2015; de 29 de abril de 2015 y del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión.

	VI. OTRAS REPARACIONES

El Estado ecuatoriano se compromete a eliminar del Registro de Antecedentes Penales y de cualquier otro tipo de Registro Público o reservado el nombre de Myrian [sic] Genoveva Larrea Pintado. 

De igual manera, el Estado ecuatoriano se compromete a publicar en el diario de mayor circulación el texto de la cláusula III del presente acuerdo de solución amistosa.  En dicha publicación se dejará constancia de un agradecimiento por parte de la señora Myrian [sic] Genoveva Larrea Pintado a los doctores Germánico Maya y Alejandro Ponce Villacís, abogados y consejeros de la señora Myrian [sic] Genoveva Larrea Pintado.

Asimismo, el Estado ecuatoriano se compromete,  a través de la Procuraduría General del Estado, a elaborar una placa con  el nombre de Myrian [sic] Genoveva Larrea Pintado en la cual constará la responsabilidad del Estado ecuatoriano de conformidad con lo establecido en el numeral tercero del presente acuerdo, la misma que será develada en un Auditórium u otra sala semejante de la Superintendencia de Bancos.
	Pendiente
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.

Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.




IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión observa que las partes no han presentado información sobre el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa desde la fecha de la emisión del Informe de Homologación.  

5. Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa con preocupación que  no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa desde su homologación. 

7. Por todo lo anterior, la CIDH insta a las partes a conformar una mesa de trabajo para crear una hoja de ruta hacia la implementación de las medidas pendientes de cumplimiento, y a mantener informada a la Comisión de los avances que se presenten, de manera que pueda valorar el cumplimiento de su decisión.

8. La CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre los puntos 5 y 6.

VII. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 47/06
CASO 12.558
FAUSTO MENDOZA GILER Y DIÓGENES MENDOZA BRAVO 
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Fausto Mendoza Giler y Diógenes Mendoza Bravo

Peticionario (s): Comité por la Defensa de los Derechos Humanos, Comisión Ecuménica de Derechos Humanos 

Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 47/06, publicado el 15 de marzo de 2006
Relatoría vinculada: Personas Privadas de la Libertad/ Niñas, Niños y Adolescentes
Temas: Derecho a la vida/ Niñas, Niños y Adolescentes/ Personas privadas de la Libertad/ Investigación/ Derecho a la integridad personal/ Libertad personal/ Garantías judiciales/ Protección judicial
Hechos: El asunto se refiere a la detención de Fausto Mendoza Giler (niño) y Diógenes Mendoza Bravo (padre del niño), el 19 de marzo de 2000 por miembros del Grupo de Operaciones Especiales (GOE) de la policía. Las víctimas fueron sometidas a golpizas, a consecuencia de las cuales Fausto Fabricio Mendoza falleció. Diógenes Mendoza Bravo presentó una acusación particular contra los agentes de policía que participaron en la detención. Adicionalmente, alegan que el 20 de julio de 2000 se dictó auto del proceso de manera general sin sindicar a ninguno de los agentes responsables de los hechos.
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación de los artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (derecho al derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 8 (garantías judiciales) y 25 (protección judicial), en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) en perjuicio de Fausto Mendoza Giler y Diógenes Mendoza Bravo.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes el  4 de octubre de 2013, 1 de diciembre de 2014, 7 de octubre de 2016,  29 de agosto de 2017 y 18 de julio de 2018.
2. El Estado proporcionó información el 27 de mayo de 2014, 5 de octubre de 2015, 13 de marzo de 2018 y 3 de octubre de 2018.
3. Los peticionarios proporcionaron información el 19 de noviembre de 2013, 17 de diciembre de 2014, 3 de diciembre de 2015, 1 de septiembre de 2017 y 12 de noviembre de 2018.
III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	IV.    INDEMNIZACIÓN

Con estos antecedentes, el Estado ecuatoriano, por intermedio del Procurador General del Estado, como único representante judicial del Estado ecuatoriano de acuerdo con el Art. 215, de la Constitución Política de la República del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial No. 1, vigente desde el 11 de Agosto de 1998, entrega al señor Diógenes Mendoza Bravo una indemnización compensatoria, por la cantidad de trescientos mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica ( US 300.000,00), con cargo al Presupuesto General del Estado, por una sola vez. […]
	Total


	V. SANCIÓN DE LOS RESPONSABLES

El Estado ecuatoriano realizará sus mejores esfuerzos para el enjuiciamiento tanto civil como penal y a la búsqueda de sanciones administrativas de las personas que en cumplimiento de funciones estatales o prevalidas del poder público, se presume que tuvieron participación en la violación alegada.
La Procuraduría General del Estado entregará al Ministerio Público, toda la documentación necesaria a fin de que se inicien las investigaciones tendientes a sancionar a los responsables que resulten de dicha violación.  De igual manera solicitará tanto a los organismos competentes de la Función Judicial, como a los organismos públicos o privados para que aporten información legalmente respaldada que permita establecer la responsabilidad de dichas personas.  De haber lugar, este enjuiciamiento se realizará con sujeción al ordenamiento constitucional y legal del Estado ecuatoriano.
	Pendiente
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 19 de noviembre de 2013, los peticionarios informaron que el Estado no ha iniciado ninguna acción judicial tendiente a la investigación, enjuiciamiento y sanción de los responsables de las violaciones cometidas en contra de las víctimas, ni contra los jueces policiales que se arrogaron una competencia que no la tenían para juzgar violaciones a los derechos humanos.
En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 27 de mayo de 2014, recibida en esta Secretaría el 3 de julio de 2014, el Director Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado, remitió a la CIDH un informe elaborado por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos del Ecuador, sobre la situación de algunos casos que se encuentran en cumplimiento de solución amistosa o de recomendaciones de un informe de fondo. En dicha comunicación se precisó por parte del Estado que se habrían girado oficios a la Fiscalía desde la Dirección de la Comisión de la Verdad y Derechos Humanos con el fin de que ésta realizase las investigaciones pertinentes. Asimismo, el Estado indicó que se habría mantenido una reunión con la Fiscalía General del Estado, quien habría informado de manera verbal que se habrían realizado “actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la Instrucción Fiscal”. En ese sentido, el Estado se comprometió a remitir dicha información por escrito, misma que a la fecha, no ha sido recibida por esta Comisión.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 17 de diciembre de 2014, los peticionarios reiteraron lo ya mencionado en su comunicación anterior. El Estado por su parte, no respondió dicha solicitud de información.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 23 de octubre de 2015, el Estado indicó que en una reunión del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos con la Fiscalía General del Estado, sobre la que no aportó la fecha, esta “informó de manera verbal que se habían realizado actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la investigación fiscal”. El Estado indicó en relación a este y otros asuntos, que a través de los oficios No. MJDHC-SDHC-DDH-2015-0017-O del 10 de febrero de 2015; No. MJDHC-SDHC-2015-0094-O de 29 de abril de 2015 y No. MJDHC-SDHC-2015-0253-O del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión. Según lo informado por el Estado, la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, se encontraría realizando un proceso de sistematización, consolidación y actualización de lo requerido.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 3 de diciembre de 2015, el peticionario informó que a la fecha no se ha realizado ninguna acción para sancionar a los responsables de los hechos violatorios. 
El 13 de marzo de 2018, el Estado informó que la apertura de la investigación se realizó el 20 de junio de 2017, que el caso fue asignado al Agente Fiscal Andrés Cuasapaz y en relación a las actuaciones realizadas, informó que requirió información a la Comisión Ecuménica de DDHH, a la Procuraduría General del Estado y al Hospital Luis Vemaza.

El 3 de octubre de 2018, el Estado informó sobre las medidas adoptadas para dar cumplimiento al presente punto. Reiteró la información presentada el 13 de marzo de 2018 y resalto que la Fiscalía General del Estado ha realizado varias acciones en la investigación previa del caso, entre las que resaltó:

· Se ofició a la Dirección Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado para que agilice el acceso al expediente.
· Se ofició al representante legal del Hospital Luis Vernaza para que remitas las copias certificadas de la historia clínica de las víctimas.
· Se ofició al Director de Gestión Procesal de la Fiscalía para que la Denuncia Nro. 090101818035504 para que se incorpore a la Fiscalía Nro. 6 de la Dirección de la Comisión de la Verdad y Derechos Humanos. 

· Se ofició al Procurador General del Estado para que remita las copias certificadas del expediente. 

· Se ofició a la Fiscalía Provincial de Guayas para que certifique si existe alguna denuncia o investigación iniciada en el caso. 

· Se ofició al Director Nacional de Investigación de la Fiscalía para que proporcione los datos personales de la víctima. 

· Se ofició al Director General del Registro Civil, Identificación y Cedulación para que presente copia certificadas de la partida de defunción de la víctima. 

El 12 de noviembre de 2018, la parte peticionaria informó que a pesar del tiempo transcurrido hasta el momento no se han sancionado a los responsables de los hechos. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información. Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa con preocupación que  no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa desde su homologación. 

7. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de las violaciones de derechos humanos en perjuicio de la víctima en el presente este caso. La CIDH considera que el Estado ha suministrado información limitada y repetitiva sobre el Estado actual de la investigación, sin indicar acciones encaminadas a lograr un resultado. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando los puntos pendientes.
8. Por todo lo anterior, la CIDH insta a las partes a conformar una mesa de trabajo para crear una hoja de ruta hacia la implementación de las medidas pendientes de cumplimiento, y a mantener informada a la Comisión de los avances que se presenten, de manera que pueda valorar el cumplimiento de su decisión.

9. La CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre los puntos 4 y 5.

IV. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 122/12
PETICIÓN 533-05
JULIO RUBÉN ROBLES ERAS 
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Julio Rubén Robles Eras

Peticionario (s): Comisión Ecuménica de Derechos Humanos

Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 122/12, publicado el 13 de noviembre de 2012

Relatoría vinculada: Memoria Verdad y Justicia

Temas: Derecho a la vida/ Investigación/ Derecho a la integridad personal/ Garantías judiciales/ Protección judicial
Hechos: El caso se relaciona con la muerte del joven Julio Rubén Robles Eras, Subteniente del Ejército, de 22 años de edad, quien falleció en la noche del 22 de agosto de 2001, presuntamente durante un “bautizo” para los subtenientes recién llegados al batallón, en circunstancias no esclarecidas. Dichos hechos dieron inicio a dos procesos penales, uno en fuero militar a cargo del Juez Primero de lo Penal de la Tercera Zona Militar y otro en el fuero ordinario sustanciado por el Agente Fiscal de Macará y el Juez Séptimo de lo Penal de Loja. Lo anterior provocó un conflicto de competencia que fue resuelto por la Corte de Justicia Militar que mediante sentencia resolvió que la competencia del caso le correspondía al fuero militar. En consecuencia, el proceso iniciado en fuero ordinario se acumuló al proceso penal existente en el fuero militar. 
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron la violación de los artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (derecho a la integridad personal), 8 (garantías judiciales) y 25 (protección judicial), en contravención de las obligaciones que figuran en el artículo 1(1) en perjuicio de Fausto Mendoza Giler y Diógenes Mendoza Bravo.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes el 4 de octubre de 2013, 25 de noviembre de 2014,  25 de septiembre de 2015, 7 de octubre de 2016, el 29 de agosto de 2017 y 18 de julio de 2018.
2. El Estado proporcionó información el 27 de mayo de 2014, 23 de octubre de 2015, 13 de marzo de 2018 y 3 de octubre de 2018.
3. Los peticionarios proporcionaron información el 20 de noviembre de 2013, 17 de diciembre de 2014,  3 de diciembre de 2015, 1 de septiembre de 2017 y 8 de noviembre de 2018. 
III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	V. MEDIDAS DE REPARACIÓN PECUNIARIAS

El Estado ecuatoriano, se compromete a pagar la cantidad de trescientos mil dólares de los Estados Unidos de América (USD$300.000) por concepto de indemnización compensatoria a favor del doctor Luis Vega Eras, representante de la víctima. El pago que el Estado ecuatoriano realice no está sujeto a impuestos actualmente existentes o que pueden decretarse en el futuro. 


	Total


	VI. MEDIDAS DE REPARACIÓN NO PECUNIARIAS

Para asegurar la vigencia práctica de la unidad jurisdiccional, la Procuraduría General del Estado velará por la aplicación de este principio a fin de que la jurisdicción militar y policial que actualmente depende de la Función Ejecutiva se incorpore a la Función Judicial en cumplimiento de la disposición transitoria vigésima sexta de la Constitución Política. Hasta la vigencia práctica de este principio, se velará por el fiel respeto de las garantías judiciales dentro de los procesos militares. 

Asimismo la Procuraduría General del Estado gestionará ante el Ministerio de Defensa Nacional la eliminación de la práctica habitual de los bautizos dentro de las Fuerzas Armadas en la que se han registrado frecuentes excesos y hechos atentatorios a la dignidad humana.
	Total


	VII. DERECHO A LA VERDAD DE LOS FAMILIARES DE LA VÍCTIMA Y DERECHO DE REPETICIÓN EN CONTRA DE LOS RESPONSABLES

El Estado ecuatoriano realizará sus mejores esfuerzos para el enjuiciamiento tanto civil como penal de las personas que participaron en el acto violatorio por el cual se imputa la responsabilidad internacional del Estado. 

El Estado se reserva el ejercicio del derecho de repetición en contra de los ex oficiales que han sido condenados por los jueces militares por violación al derecho a la vida del señor Robles Eras. Este derecho lo ejercerá conforme al artículo 22 de la Constitución Política. 

La Procuraduría General del Estado presentará toda la documentación necesaria para que el Ministerio Público y la Función Judicial investiguen las violaciones a la integridad personal en contra del señor Robles Eras.  Una vez esclarecidas las circunstancias de la muerte del Subteniente Robles Eras, es decir que se establezcan los grados de responsabilidad de los culpables y se les imponga las penas que correspondan, será la sentencia firme fundamento suficiente para que el Estado repita lo pagado en contra de los responsables.
	Pendiente
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 20 de noviembre de 2013 los peticionarios reiteraron que el Estado cumplió con el pago del valor de la indemnización fijada en el acuerdo suscrito e impulsó la iniciativa de que los juzgados policiales y militares pasaran a formar parte de la Función Judicial Ordinaria. Asimismo, indicaron que desconocían si el Estado habría iniciado los juicios civiles y penales para determinar adecuadamente las circunstancias de la muerte de la víctima y el grado de responsabilidad de las personas involucradas.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 27 de mayo de 2014, el Estado informó que el Director Nacional de Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado, remitió a la CIDH un informe elaborado por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos del Ecuador, sobre la situación de algunos casos que se encuentran en cumplimiento de solución amistosa o de recomendaciones de un informe de fondo. Con respecto al caso en concreto, el Estado resalta el cumplimiento de la reparación económica, así como el cumplimiento del compromiso de la Procuraduría General del Estado de velar por la aplicación del principio de unidad jurisdiccional, a fin de que la jurisdicción militar y policial se incorpore a la función judicial. De igual forma, hizo mención a la eliminación de la práctica de bautizos al interior de la institución armada.

En dicha comunicación se precisó por parte del Estado que se habrían girado oficios a la Fiscalía desde la Dirección de la Comisión de la Verdad y Derechos Humanos con el fin de que ésta realizase las investigaciones pertinentes. Asimismo, el Estado indicó que se habría mantenido una reunión con la Fiscalía General del Estado, quien habría informado de manera verbal que se habrían realizado “actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la Instrucción Fiscal”. 

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 17 de diciembre de 2014, los peticionarios reiteraron lo ya mencionado en su comunicación anterior. El Estado por su parte, no respondió dicha solicitud de información.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 23 de octubre de 2015, el Estado indicó que en una reunión del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos con la Fiscalía General del Estado, sobre la que no aportó la fecha, esta “informó de manera verbal que se habían realizado actividades investigativas como el reconocimiento de lugares, toma de versiones, con la finalidad de reunir evidencias previo al inicio de la investigación fiscal”. El Estado indicó en relación a este y otros asuntos, que a través de los oficios No. MJDHC-SDHC-DDH-2015-0017-O del 10 de febrero de 2015; No. MJDHC-SDHC-2015-0094-O de 29 de abril de 2015 y No. MJDHC-SDHC-2015-0253-O del 16 de octubre de 2015, se solicitó información a la Fiscalía General del Estado sobre 26 casos en etapa de seguimiento de solución amistosa, sin que a la fecha se haya  recibido una respuesta que contenga “información pertinente” que se pueda brindar a la Comisión. Según lo informado por el Estado, la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, se encontraría realizando un proceso de sistematización, consolidación y actualización de lo requerido.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 3 de diciembre de 2015,  el peticionario informó que a la fecha no se ha realizado ninguna acción para sancionar a los responsables de los hechos violatorios. 

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 1 de septiembre de 2017, los peticionarios presentaron información ante la Comisión indicando que, aun cuando el Estado reconoció la violación de los derechos a la vida, integridad personal, garantías judiciales y protección judicial, en perjuicio de la víctima y se comprometió a investigar en fuero civil el grado de responsabilidad de los militares acusados en la causa, hasta el momento no se ha iniciado proceso penal en el fuero civil tendiente a sancionar a los militares responsables del señor Julio Robles y a los jueces militares que se arrogaron funciones al juzgar en fuero militar violaciones a derechos humanos. 
El 13 de marzo de 2018, el Estado informó que la apertura de la investigación se realizó el 25 de mayo de 2017. Que el agente asignado para el caso es el Fiscal  Andrés Cuasapaz. Hizo un resumen de las principales actuaciones:

· Se requirió información al Ministerio de Defensa respecto a los sospechosos. 

· Se requirió información al Instituto de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas, respecto a los sospechosos.

· Se requirió información a la Dirección Nacional de Registro Civil respecto de la víctima

El 3 de octubre de 2018, el Estado informó que:

· Se ofició a la Fiscalía Provincial de Loja para que certifique si existe alguna denuncia o investigación iniciada en esa provincia.  

· Se ofició al Hospital Civil de Macará para que remita a la Fiscalía General del Estado copias certificadas de la historia clínica. 

· Se ofició al Jefe del Departamento de Medicina Legal de la Policía Judicial de Loja para que remita copia certificada del informe médico legal.

El 8 de noviembre de 2018, la parte peticionaria informó que desconocía si el Estado había iniciado el proceso judicial en el fuero civil, tendiente a sancionar a los responsables directos de las violaciones al derecho a la vida y a los jueces militares que se arrogaron funciones al juzgar en fuero militar las violaciones de derechos humanos. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 no es relevante dado que no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada y es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información.  Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa con preocupación que  no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa desde su homologación. 

7. Por todo lo anterior, la CIDH insta a las partes a conformar una mesa de trabajo para crear una hoja de ruta hacia la implementación de las medidas pendientes de cumplimiento, y a mantener informada a la Comisión de los avances que se presenten, de manera que pueda valorar el cumplimiento de su decisión.
8. La CIDH observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a identificar, juzgar y sancionar a los responsables de las violaciones de derechos humanos en perjuicio de la víctima en el presente este caso. La CIDH considera que el Estado ha suministrado información limitada y repetitiva sobre el Estado actual de la investigación, sin indicar acciones encaminadas a lograr un resultado. Por lo anterior, se concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el punto pendiente.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
•
El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.

B. Resultados estructurales del caso
· El Estado prohibió de la práctica de “bautizos” al interior de la institución de las fuerzas armadas.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 61/13
CASO 12.631
KARINA MONTENEGRO Y OTRAS 
(Ecuador)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Karina Montenegro y otras
Peticionario (s): Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos

Estado: Ecuador

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 61/13, publicado el 16 de julio de 2013

Informe de Admisibilidad Nº: 48/07, publicado el 23 de julio de 2007
Relatoría vinculada: Derechos de la mujer / Personas Privadas de la Libertad/ Niñas, Niños y Adolescentes/ Adulto mayor

Temas: Derecho a la vida/ Investigación/ Derecho a la integridad personal/ Libertad personal/ Garantías judiciales/ Derechos del niño/ Protección judicial/ Derechos de la mujer/ Personas mayores

Hechos: El caso versa sobre la detención ilegal de estas 5 mujeres, ya que a la fecha de su detención, 4 de ellas se encontraban en estado de gestación y la señora Martha Cecilia Cadena tenía 68 años de edad, incumpliéndose así lo establecido por la legislación ecuatoriana que dispone que las mujeres  embarazadas y personas mayores de  65 años de edad, no pueden ser privadas de libertad, debiéndose sustituir la prisión preventiva por el arresto domiciliario.  La petición presenta de igual forma alegatos por las condiciones en las que estas mujeres tuvieron que llevar su embarazo y dar a luz, así como por las condiciones carcelarias en las que viven hasta la fecha con sus menores hijos

Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para entender el presente caso y que la petición era admisible conforme a los artículos 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 19 (derechos del niño) y 25 (derecho a la protección judicial), en concordancia con el artículo 1(1) y 2 de la Convención Americana, notificar el informe a las partes, ordenar su publicación e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes el 25 de septiembre de 2015, 29 de agosto de 2017 y 19 de julio de 2018. 
2. El Estado no ha proporcionó información sobre el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa desde el 12 de mayo de 2014.
3. Los peticionarios proporcionaron información el 29 de marzo de 2017. 
III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	1. Medidas de reparación pecuniaria.

El Estado deberá establecer una indemnización de veinte mil dólares americanos (20.000USD) a favor de cada una de las victimas del caso (5) y quince mil dólares (15.000 USD) americanos para cada menor de edad (4). 

El Estado pagara, en equidad, un valor de dos mil cuatrocientos dólares por cada uno de los cinco casos llevados ante la CIDH, esto es doce mil dólares americanos (12.000USD) por concepto de costas procesales a nivel del proceso interno internacional, a favor de la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos -INREDH- […]
	Total



	2. Atención médica inmediata a Martha Cadena y traslado a una casa de prisión o prisión correccional.
	Parcial
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en 2017, los peticionarios informaron que si se le prestó atención médica a la Martha Cardena, pero los medicamentos fueron asumidos por la señora Cadena. Adicionalmente, los peticionarios informaron que el Estado en su contestación detalla que todo el tiempo que se encontraba en el Centro de Rehabilitación Social Femenino, se le prestó atención médica constante a la señora Martha Cadena, pero no se establece si se le proveyó de los medicamentos y de un tratamiento propio de su enfermedad. Los medicamentos deberían ser proporcionados por el Estado de forma oportuna y periódica, sin embargo fueron asumidos por la señora Cadena.

Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.

Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa teniendo un nivel de ejecución parcial. 

	3. Medidas de no repetición:



	a) Capacitación a los funcionarios de la Policía Nacional, Fiscalía, Rehabilitación Social, Tribunal Constitucional, Unidad de Habeas Corpus de la Alcaldía, Función Judicial y demás operadores de justicia que corresponda.


	Total

 

	b) Dotación de personal e insumos para el cumplimiento de la garantía del arresto domiciliario.


	Parcial
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en 2014 el Estado informó que el 28 de enero de 2014, la Asamblea Nacional ratificó el texto de los artículos 537 y 624 del Código Orgánico Integral Penal, en los que se prevé la sustitución de la pena preventiva por arresto domiciliario con el uso de un dispositivo de vigilancia electrónica. El Estado dio cuenta de los fundamentos legales y reglamentarios del empleo de dicho dispositivo, sin embargo, no incluyó información sobre la implementación de dicho supuesto normativo, es decir, la obtención y distribución del dispositivo, el número de personas que lo estarían usando y en particular el número de mujeres embarazadas que al tener acceso a este dispositivo estarían en situación de detención domiciliaria monitoreada y no en una prisión estatal.

Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.

Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa teniendo un nivel de ejecución parcial. 

	c) Creación de una casa de prisión o prisión correccional.


	Parcial
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en 2014 el Estado informó sobre el Nuevo Modelo de Gestión Penitenciario que tiene como objetivo crear nuevos centros regionales de rehabilitación social bajo un esquema de gestión propio, se da como ejemplo el Centro de Rehabilitación Social de Guayas que abrió en agosto de 2013 y que se ha posicionado como un plan piloto de este nuevo modelo de gestión. El Estado indicó que en noviembre de 2013 se trasladaron 4300 personas a este Centro de Rehabilitación Social Regional de Guayas; y que para marzo de 2014 se tenía previsto inaugurar los Centros de Rehabilitación Social Regional Sierra Centro Norte y Sierra Centro Sur. 

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en 2016, los peticionarios informaron en torno a ciertos Centro de Rehabilitación Social existen denuncias de los familiares sobre la situación real de los mismos, y se evidencia la forma como el personal trata a las personas privadas de libertad.  

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en 2017, los peticionarios recalcaron que no se ha cumplido con la creación de la Casa de Prisión para aquellas personas que no tengan un domicilio óptimo donde cumplir el arresto domiciliario y el hecho de que el Estado manifieste que está construyendo celdas individuales, dotadas de baterías sanitarias y duchas unipersonales en los Centros de Rehabilitación, en nada muestran el cumplimiento del compromiso que adquirió.

Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.

Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa teniendo un nivel de ejecución parcial. 

	d) Dotación de material a las guarderías existentes en los Centros de Rehabilitación del país y creación de guarderías en los centros que ya existan.


	Parcial
	En el 2014, el Estado informó de la existencia de dos guarderías en funcionamiento en los Centros de Rehabilitación Social Femenino de Quito y Guayaquil, que serían los centros con mayor número de mujeres embarazadas. Adicionalmente, el Estado indicó información general sobre su administración y funcionamiento sin embargo, no incluyó la información relacionada con la dotación de material, que sería el objeto del acuerdo. 

Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.

Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa teniendo un nivel de ejecución parcial. 

	e) Creación de un programa especial de atención médica a las mujeres embarazadas, sus hijos/as y las personas de la tercera edad.


	Total


	4. La Procuraduría General del Estado  y la Subsecretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia presentarán denuncias a la Comandancia General de la Policía, al Consejo Nacional de la Judicatura y a la Fiscalía General del Estado, en búsqueda de sanciones a los responsables de la inejecución del arresto domiciliario, para lo cual se iniciarán los respectivos procesos de investigación de los funcionarios de la policía, judiciales y otros que han desacatado o no han ejecutado las resoluciones judiciales que ordenaron el arresto domiciliario.
	Parcial
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 29 de marzo de 2017, los peticionarios resaltaron que desde el 12 de noviembre de 2009 hasta marzo de 2017, han transcurrido más de 8 años y no se ha cumplido con el acuerdo de convocar a una reunión para tratar el tema, lo cual denota el poco interés por parte del Estado en cumplir y asumir sus responsabilidades.
Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa teniendo un nivel de ejecución parcial. 



	5. La Procuraduría General del Estado iniciara procesos administrativos y civiles para ejercitar el derecho del Estado de repetición en contra de los funcionarios que comprometieron la responsabilidad internacional del Estado en el presente caso.
	Parcial
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.

Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa teniendo un nivel de ejecución parcial. 




IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión observa que las partes no han presentado información sobre el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa desde la fecha de la emisión del Informe de Homologación.  

5. Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa con preocupación que  no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa desde su homologación. 

7. Por todo lo anterior, la CIDH insta a las partes a conformar una mesa de trabajo para crear una hoja de ruta hacia la implementación de las medidas pendientes de cumplimiento, y a mantener informada a la Comisión de los avances que se presenten, de manera que pueda valorar el cumplimiento de su decisión.

8. La CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre los puntos 2, 3 (b, c y d), 4  y 5.

IV. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado realizó la reparación económica, según lo establecido en el acuerdo.
B. Resultados estructurales del caso

· El Estado creó dos centros de rehabilitación con enfoque de Derechos Humanos, en los cuales se presta un servicio de rehabilitación integral, en el que los protocolos internos responden a ese nivel de seguridad pero sin impedir el ejercicio de los Derechos Humanos. 
· Estado procedió a capacitar a los funcionarios administrativos y guías penitenciarios.
· Desde mayo de 2013, el Estado comenzó a ejecutar el Proyecto Lazos de Amor Naciendo en Libertad, que  se ejecuta junto con el Consejo Metropolitano de Protección Integral a la Niñez y la Adolescencia, la Coordinación Zonal 9 y el Ministerio de Inclusión Económica y Social.

· El Estado logró que los centros de rehabilitación social femeninos presten el servicio de salud con los controles necesarios a las mujeres embarazadas, lo cual incluye el control mensual entre los meses 1 y 7 de gestación, y que se aumenta a dos veces al mes en los últimos dos meses de gestación. Se administra desde el primer mes de embarazo el ácido fólico, y desde el segundo mes otras vitaminas y minerales hasta la culminación del embarazo, en seguimiento al Protocolo del Ministerio de Salud Pública. Adicionalmente, el centro de Quito cuenta con equipos de ecografía y doppler.
� CIDH, Informe No. 93/00, Caso 11.421, Solución amistosa, Edison Quishpe Alcívar, Ecuador, 5 de octubre de 2000.


� Ver CIDH, Informe Anual 2016, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párrs. 721.


� CIDH, Informe No. 94/00, caso 11.439, Solución Amistosa, Byron Roberto Cañaveral, Ecuador, 5 de octubre de 2000.


� Ver CIDH, Informe Anual 2016, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párrs. 731.


� CIDH, Informe No. 96/00, Caso 11.466, Solución Amistosa, Manuel Inocencio Lavay Guzman, Ecuador, 5 de octubre de 2018. 


� CIDH, Informe No. 96/00, Caso 11.466, Solución Amistosa, Manuel Inocencio Lavay Guzman, Ecuador, 5 de octubre de 2018. 


� CIDH, Informe No. 97/00, caso 11.584, Solución Amistosa, Carlos Juela Molina, Ecuador, 5 de octubre de 2000.


� CIDH, Informe No. 97/00, Caso 11.584, Solución Amistosa, Carlos Juela Molina, Ecuador, 5 de octubre de 2000.


� CIDH, Informe No. 98/00, Caso 11.783, Solución Amistosa, Marcia Irene Clavijo Tapia, Ecuador, 5 de octubre de 2000.


� CIDH, Informe No. 98/00, Caso 11.783, Solución Amistosa, Marcia Irene Clavijo Tapia, Ecuador, 5 de octubre de 2000.


� CIDH, informe No. 99/00, Caso 11.868, Solución Amistosa, Carlos Santiago y Pedro Andres Restrepo Arismendy, Ecuador, 5 de octubre de 2000. 


� CIDH, Informe No. 100/00, caso 11.991, Solución Amistosa, kelvin Vicente Torres Cueva, Ecuador, 5 de octubre de 2018. 


� Ver CIDH, Informe Anual 2017, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párr. 897.


� CIDH, Informe No. 19/01, Caso 11.478, Solución Amistosa, Juan Climaco Cuellar y otros, Ecuador, 20 de febrero de 2011. 


� CIDH, Informe No. 20/01, Caso 11.512, Solución Amistosa, Lida Angela Riera Rodriguez, Ecuador, 20 de febrero de 2001. 


� CIDH, Informe No. 21/01, Caso 1.605, Solución amistosa, Rene Gonzalo Cruz Pazmiño, 20 de febrero de 2001.


� CIDH, Informe No. 22/01, caso 11.779, Solución Amistosa, Jose Patricio Reascos, Ecuador, 20 de febrero de 2001. 


� CIDH, Informe No. 104/01, Caso 11.441, Solución Amistosa, Rodrigo Elicio Muñoz y otros, Ecuador, 11 de octubre de 2001. 


� CIDH, Informe No. 105/01, Caso 11.443, Solución Amistosa, Washington Ayora Rodriguez, Ecuador, 11 de octubre de 2001.


� CIDH, Informe No. 106/01, Caso 11.450, Solución Amistosa, Marco Vinicio Almeida Calispa, Ecuador, 11 de octubre de 2001.


� CIDH, Informe No. 107/01, Caso 11.542, Solución Amistosa, Angel Rainiero Vega Jimenez, Ecuador, 11 de octubre de 2001.


� CIDH, Informe No. 108/01, caso 11.574, Solución Amistosa, Wilberto Samuel Manzano, Ecuador, 11 de octubre de 2001. 


� CIDH, Informe No. 109/01, Caso 11.632,  Solución Amistosa, Vidal Segura Hurtado, Ecuador, 11 de octubre de 2001. 


� CIDH, Informe No. 110/01, Caso 12.007, Solución Amistosa, Pompeyo Carlos Andrade Benítez, Ecuador, 11 de octubre de 2001.


� Informe No. 63/03, Caso 11.515, Bolívar Franco Camacho Arboleda, 10 de octubre de 2003, disponible en � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2003sp/Ecuador.11515.htm" �http://www.cidh.oas.org/annualrep/2003sp/Ecuador.11515.htm�.


� Informe No. 64/03, Caso 12.188, Joffre José Valencia Mero, Priscila Zoreida Valencia Sánchez, Rocío Valencia Sánchez, 10 de octubre de 2003, disponible en http://www.cidh.oas.org/annualrep/2003sp/Ecuador.12188.htm


� Informe No. 65/03, Caso 12.394, Joaquín Hernández Alvarado, Marlon Loor Argote y Hugo Lara Pinos, 10 de octubre de 2003, disponible en � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2003sp/Ecuador.12394.htm" �http://www.cidh.oas.org/annualrep/2003sp/Ecuador.12394.htm�.


� Informe No. 44/06, Caso 12.205, José René Castro Galarza, 15 de marzo de 2006, disponible en � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2006sp/Ecuador12205sp.htm" �http://www.cidh.oas.org/annualrep/2006sp/Ecuador12205sp.htm�.


� Informe No. 45/06, Caso 12.207, Lizandro Ramiro Montero Masache, 15 de marzo de 2006, disponible en � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2006sp/Ecuador12207sp.htm" �http://www.cidh.oas.org/annualrep/2006sp/Ecuador12207sp.htm�.


� Informe No. 46/06, Caso 12.238, Myriam Larrea Pintado, 15 de marzo de 2006, disponible en http://www.cidh.oas.org/annualrep/2006sp/Ecuador12238sp.htm.


� Informe No. 47/06, Petición 533-01, Fausto Mendoza Giler y otro, 15 de marzo de 2006, disponible en � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2006sp/Ecuador533.01sp.htm" �http://www.cidh.oas.org/annualrep/2006sp/Ecuador533.01sp.htm�.





� Informe No. 122/12, Petición 533-05, Julio Rubén Robles Eras, Noviembre 13, 2012, disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp" �http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp�


� Informe No. 122/12, Petición 533-05, Julio Rubén Robles Eras, Noviembre 13, 2012, disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp" �http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp�


� Informe No. 61/13, Caso 12.631, Karina Montenegro y otras,  16 de julio de 2013, disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp" �http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp�


� Informe No. 61/13, Caso 12.631, Karina Montenegro y otras,  16 de julio de 2013, disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp" �http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp�


� Informe No. 61/13, Caso 12.631, Karina Montenegro y otras,  16 de julio de 2013, disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp" �http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp�
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